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Resumen y Abstract IX 
 
Resumen 
La tensión que caracteriza a la justicia transicional entre la individualización y sanción de 
responsabilidades por crímenes de violencia política, o el indulto para el favorecimiento 
de la paz, ofrece un escenario oportuno para indagar por cuál es el papel de la ley 
jurídica en el ejercicio de la justicia. Desde una posición distinta a la del derecho o la 
filosofía política, esta tesis asume la pesquisa propuesta a partir de una perspectiva 
psicoanalítica, que sitúa en el centro de su indagación al sujeto y el deseo y el goce que 
lo habitan. Por este camino, se parte de identificar la castración como Ley de estructura 
que forja al sujeto del inconsciente, cuya singularidad el derecho desconoce para 
apuntar a un individuo que, fundado en un principio de Razón, sirva de garantía para la 
regulación del goce en lo social. Así, la justicia transicional busca confirmar las 
transgresiones a las regulaciones de goce, para interrogar por la sanción requerida sin el 
menoscabo al propósito de transición hacia la paz. En el caso de la ley 975/2005 en 
Colombia, se encuentra que el favorecimiento de la desmovilización paramilitar en 
detrimento de las sanciones correspondientes a sus acciones, condujo a una transición 
sin justicia: la transformación de la violencia del conflicto antes que su finalización.  
 
Palabras clave: Ley, Justicia, Psicoanálisis, Castración, Colombia. 
 
 
Abstract 
Transitional justice is characterized by a tension between the accountability and 
punishment of crimes of political violence, or their pardon to favour peace. This picture 
offers an appropriate scenario to inquire about what is the role of law in the exercise of 
justice. From a different position to the one of law or political science, this dissertation 
assumes a psychoanalytic perspective, which locates at the heart of its inquiry the 
subject, the desire, and the enjoyment that inhabit him. Thus, castration is identified as 
the Law that structures the unconscious subject, whose singularity is denied by the 
X 
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judicial law in order to point to an individual built on a principle of Reason, and who works 
as a guarantee for social regulation of the enjoyment. In turn, transitional justice seeks to 
confirm transgressions against the regulations of enjoyment, and then inquires for the 
required sanction without undermining the purpose of transition to peace. In the case of 
the law 975/2005 in Colombia, its position in favour of the paramilitary demobilization at 
the expense of the penalties for their actions, led to a transition without justice: the 
transformation of violence within the conflict instead of its ending. 
 
Keywords: Law, Justice, Psychoanalysis, Castration, Colombia.   
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Introducción 
La reflexión de psicoanalistas lacanianos como Pierre Bruno (2005) alrededor de “¿Qué 
es una ley [jurídica] según el psicoanálisis?”, pasa por el planteamiento de entender a la 
justicia “...como exigencia del sujeto relativa a la ley”. Para las víctimas del conflicto 
armado colombiano por su parte, esta relación apunta al aparato de justicia como medida 
del cumplimiento de la ley. El asunto se complejiza cuando, retomando a Bruno, se 
encuentra que que esta “...función de la ley es ambigua, porque se identifica con la 
justicia sin tener en cuenta la parte del sujeto”. Es decir, si por una parte hay una 
identificación entre ley y justicia –cuando la función de la ley se sitúa como referencia de 
la justicia–, por otra parte, el sujeto se encuentra ausente de dicha relación.    
 
En su reflexión, Bruno toma como referencia la relación entre el derecho y la justicia que 
establece Lacan en el Seminario 17, El reverso del psicoanálisis (2008 [1969]), donde 
señala que hay un “hábito” de ambigüedad “...que recubre a la ley [jurídica] al autorizarse 
en la justicia” (p. 45), por lo que es preciso diferenciar a la una de la otra. Lacan agrega 
que, “…con toda seguridad, la ley –entendamos la ley como ley articulada, entre cuyos 
muros habitamos y que constituye el derecho– no debe ser considerada como homónima 
de lo que puede enunciarse en otros casos como justicia” (Ibíd.). Entonces, más allá de 
la ausencia del sujeto, no es posible asumir una identificación entre ley y justicia.  
 
Esta tesis se propone indagar alrededor de cuál es el papel de la ley jurídica en el 
ejercicio de la justicia. Dos aspectos particulares orientan la presente reflexión: por una 
parte, esta propuesta no se hace a partir de los enfoques jurídicos o de la filosofía del 
derecho –disciplinas para las que la pregunta constituye parte de su objeto de estudio–, 
sino desde una perspectiva psicoanalítica. Para ello, se toma como referencia la relación 
dialéctica del deseo, la Ley (en mayúscula), y la ley (jurídica), en la perspectiva trabajada 
por Jacques Lacan en su Seminario 7, La ética del psicoanálisis (1990 [1960]), en donde 
afirma que esta “...relación dialéctica del deseo y de la Ley hace que nuestro deseo sólo 
arda en una relación con la Ley” (p. 104). 
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Por otra parte, la reflexión de esta tesis se plantea desde la experiencia colombiana en el 
marco de la justicia transicional, lo que remite al difícil asunto de la aplicación de justicia 
en los escenarios de violencia política y de violaciones del Derecho Internacional 
Humanitario (DIH). Así, con el propósito de reconocer el marco en el cual se relacionan la 
ley y la justicia hasta aquel punto en que la primera se autoriza en la segunda –según 
Lacan–, el capítulo con el que empieza este trabajo presenta un caso-tipo que ilustra 
algunos de los aspectos que son necesarios para aproximarse a la justicia transicional, 
cuyo conflicto entre la afirmación de la potencia simbólica de la ley o su suspensión en 
aras de poner fin a la violencia política, ofrece un espacio apropiado para complejizar la 
reflexión que se propone. El tema reviste una particular importancia para Colombia, cuya 
reciente experiencia con la ley Ley 975/2005, conocida como Ley de Justicia y Paz,  
sentó las bases para la regulación de un proceso de desmovilización y sometimiento a la 
justicia de los miembros de uno de los grupos paramilitares de mayor peso en el país. A 
pesar del vencimiento de esta norma en 2012, esta tesis recoge las directrices trazadas 
por dicha ley en la medida que se constituye en el antecedente inmediato de justicia 
transicional para el proceso de negociación que se encuentra en curso con la guerrilla de 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (Farc-EP).  
 
Una vez que se reconoce este escenario, en el segundo capítulo se hace una distinción 
entre la ley jurídica como institución social que regula los vínculos humanos, y la Ley de 
la castración en psicoanálisis como ley de estructura para el sujeto humano, en cuanto 
supone lo imposible del goce todo para ser hablante. El reconocimiento de esta Ley se 
rastrea a partir de Freud en su trabajo Tótem y tabú (2007 [1913]), quien se refiere a la 
existencia de una “amenaza de castración” que conlleva al establecimiento de la 
interdicción del incesto como ley fundamental y estructurante del humano, consecuencia 
directa del mítico parricidio en la horda primordial. Lacan (1990 [1960]) por su parte 
reconoce allí “...la confirmación [freudiana] del descubrimiento” (p. 84) de que es a partir 
de tal prohibición que comienza la cultura, pero su propia elaboración alrededor de la 
castración registra algunas variaciones que van desde lo que él mismo planteó como la 
función de prohibición del padre, hasta la relación del sujeto con la ley del lenguaje y por 
la que, como se dijo, el goce resulta imposible para el que habla.  
 
Introducción 3 
 
Partiendo de esta distinción en psicoanálisis entre la ley jurídica y la Ley, el tercer 
capítulo aborda la imposibilidad de una y otra para recubrir la totalidad de lo real del 
deseo y la pulsión. El derecho soluciona este escollo excluyendo al sujeto del deseo de la 
estructura de la ley, mientras que el psicoanálisis reconoce la exigencia de una relación 
subjetiva con la ley, es decir, del sujeto frente a la ley que obliga. Nuevamente se parte 
de las coordenadas indicadas por Freud en varios escritos. En El malestar en la cultura 
(2007 [1930]), el autor considera que todas aquellas producciones culturales que 
constituyen el “superyó de la cultura” (p. 138), entre ellas el derecho, desconocen “...la 
constitución anímica de los seres humanos, proclama[n] un mandamiento y no 
pregunta[n] si podrán obedecerlo” (Ibíd.). Agrega Freud a renglón seguido que, en la 
psicología humana, el gobierno sobre el ello no puede ir más allá de ciertos límites, “ni 
siquiera en los hombres llamados normales”, y ya con anterioridad advierte sobre la 
incapacidad de la ley para que la violencia que ésta ejerce sobre los criminales llegue a 
coartar las expresiones más “cautelosas y refinadas” de las pulsiones agresivas (Ibíd., p. 
109). El capítulo recoge algunas de las pesquisas sobre las que Freud se basó para 
hacer tal afirmación, como son, entre otras, las particularidades de aquellos a quienes se 
refiere como “Los que delinquen por conciencia de culpa” (Freud,  2008 [1916]), o sobre 
la “...rica personalidad de [Fiódor] Dostoievski”, en la que distingue “...cuatro fachadas: el 
literato, el neurótico, el pensador ético y el pecador. ¿Cómo orientarse en medio de esa 
desconcertante complicación?” (Freud, 2008 [1928], p. 175).   
 
El capítulo tercero continúa recogiendo parte de la reflexión que Lacan dedicó en el 
Seminario 7 a la tragedia griega Antígona, de Sófocles (442 a. de C.), cuya protagonista 
ejemplifica el posicionamiento del sujeto frente a la ley: su oposición al decreto de 
Creonte, para reivindicar leyes “no escritas, inmutables… [cuya] vigencia no es hoy ni de 
ayer, y nadie sabe cuándo fue que aparecieron” (Sófocles, 442 a. de C.). Las 
conclusiones de Gérard Pommier (1998) sobre el asesinato cometido por el filósofo Louis 
Althousser, así como las de Pierre Legendre (1994) respecto a El crimen del cabo Lortie, 
coinciden en que el derecho opera una exclusión del sujeto, lo que Lacan (1990 [1960]) 
habría ya indicado como la verdadera función del texto de la ley: “....retirar del enunciado 
[de la ley] al sujeto de la enunciación” (p. 102).  
 
El recorrido por las características de la ley jurídica desde el psicoanálisis lleva, en el 
cuarto capítulo, a avanzar en el reconocimiento de la relación de ésta con la justicia, y de 
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la dinámica que dicha relación adquiere frente a la exigencia de la aplicación de justicia 
en un contexto que, como el colombiano, se propone la búsqueda de mecanismos para 
la superación de la violencia política y la transición hacia la paz. El contraste entre la 
perspectiva lacaniana y algunas miradas desde la filosofía política (Leebaw, 2001; 
Agamben, 1998, 2000; Žižek, 2004; Foucault, 1998 [1976]), permite discernir en la 
justicia transicional una cierta despolitización de la vida humana, es decir, el despojo  del 
reconocimiento del ser humano como sujeto político en el devenir de las transacciones 
políticas, para luego reconocerlo como mero ser viviente cuando la vulnerabilidad de su 
organismo está en extrema exposición. Tal despolitización estaría siendo promovida, sin 
que se advierta, desde el mismo enunciado de los Derechos Humanos, al destituir el 
vínculo fundante de la vida humana en el Otro –el de las Grandes Causas–, para 
adjudicarlo a la engañosa imagen del otro-semejante. La consecuencia de esta operación 
es que la transición que se consigue en el proceso colombiano no es hacia una etapa de 
paz y postconflicto como se aspira, sino hacia una nueva expresión de la confrontación 
que reproduce, promueve y sostiene el goce que se deriva de la violencia política.  
 
De este modo, la reflexión que se plantea desde el psicoanálisis no se limita a la 
definición de opuestos dicotómicos entre ley jurídica y reivindicación de la justicia, o entre 
víctimas y perpetradores. Parafraseando a Freud en la 34ª de sus Nuevas conferencias 
de introducción al psicoanálisis (2006 [1932], pp. 139-40), no es asunto del psicoanálisis 
decidir entre los partidos… y su propuesta contiene en sí misma los suficientes factores 
revolucionarios para garantizar que quien se eduque en ella no se pondrá luego del lado 
de la reacción ni de la opresión. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Introducción 5 
 
 
1. Un paso al lado 
Un caso1: A finales de 2010, un poco más de 15 personas se encontraban reunidas en 
un salón anexo del Tribunal Superior de Bogotá. Desde hacía ya varias horas estaban 
atentas a la condena con la que concluía el proceso que se estaba llevando a cabo en la 
sala de al lado, y que representaba el fin –o por lo menos el avance más importante–, de 
lo que había empezado hacía dos, tres o cuatro años para algunos. Habían viajado por 
Bogotá, Medellín, Barranquilla, entre otras ciudades y pueblos del país, como 
“persiguiendo” cada versión libre o declaración que daban los paramilitares 
desmovilizados, buscando pistas que les ayudaran a hacerse a una idea de lo que había 
pasado con sus familiares desaparecidos que perdieron varios años atrás –algunos ya 
quizás décadas–.  
 
De algunos de esos desaparecidos, el cadáver no daba lugar a dudas acerca de lo que 
fue su suerte, aunque no siempre se tenía claro el por qué. De la muerte de otros ya se 
tenía conocimiento pero nunca se habían encontrado sus cuerpos, y de muchos más no 
había definitivamente noticia alguna, hasta que los paramilitares desmovilizados de las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) empezaron a hablar frente a las autoridades 
judiciales. Allí en el salón y en otras partes del país donde se seguía la audiencia a través 
de una transmisión especial de video, había personas que también fueron víctimas de 
otras circunstancias: unas fueron desplazadas ante las amenazas contra sus vidas o las 
de sus familias, otras estuvieron secuestradas, algunos sobrevivieron a alguna clase de 
tortura, mujeres que habían sido violentadas sexualmente, entre otras formas de 
violencia.  Ante tales crímenes y con algunas evidencias –unas más sólidas que otras–, 
                                                
 
1 Caso tipo construido con base en información contenida en los medios de difusión impresos y 
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así como debido a la presión de la comunidad internacional y de Organizaciones No 
Gubernamentales (ONG) relacionadas con la promoción de los Derechos Humanos, se le 
formularon exigencias al gobierno colombiano para que aplicara sobre los paramilitares 
desmovilizados las sanciones correspondientes para garantizar a la sociedad 
colombiana, y a las víctimas en particular, su derecho a la justicia. 
 
Iván Laverde Zapata –alias 'El Iguano'–, la persona a punto de ser condenada, había sido 
por varios años comandante del Bloque Catatumbo, una de las estructuras paramilitares 
más temidas en el departamento de Norte de Santander y en la frontera con Venezuela. 
Durante los tres años y medio de declaraciones ante varios juzgados y tribunales, 
confesó haber participado en 35 masacres en las que más de 114 personas fueron 
asesinadas. A la organización paramilitar bajo sus órdenes se le atribuye la muerte de 
unas 5.000 personas, muchas de ellas enterradas en casi 20 fosas comunes, mientras 
que muchas otras fueron incineradas en hornos crematorios que ordenó construir para 
evitar que las autoridades encontraran sus restos y, de paso, para librar el espacio del 
área en donde escogió construir su vivienda personal. Reconoció que otros cadáveres 
habían sido arrojados a los ríos o dejados en las calles de los municipios que estuvieron 
bajo su dominio, como advertencia de lo que les esperaba a quienes pensaran en 
presentar alguna denuncia. El excomandante paramilitar también admitió haber llegado a 
infiltrar y controlar entidades de gobierno, de la fuerza pública y de la justicia –jueces y 
fiscales–. Era el grueso del inventario de lo que él mismo denominaba “su desempeño”, 
en una organización a la que había ingresado desde antes de cumplir los 18 años de 
edad “...por el deseo de ser alguien importante”. 
 
La atención en las dos salas del Tribunal se concentró en la figura de la jueza que 
llevaba el caso, cuando por fin estuvo lista para comunicar su sentencia. Por su 
responsabilidad en la muerte de 170 personas en 25 masacres, y el asesinato de cuatro 
funcionarios públicos, el procesado fue condenado a una pena ordinaria de 40 años de 
cárcel, más la indemnización por concepto de reparación económica a los familiares de 
las víctimas asesinadas y a quienes fueron objeto de desplazamiento forzado,  por una 
suma mayor a los 6.000 millones de pesos. Sin embargo, por tratarse de un paramilitar 
desmovilizado en el marco de la Ley de Justicia y Paz, el tiempo que debía pasar en 
prisión se redujo a 8 años –el más prolongado permitido por la ley en mención–.  
 
Introducción 7 
 
Al igual que ocurrió con la primera sentencia emitida en el marco de la ley de Justicia y 
Paz2, el fallo de la jueza fue apelado por los entes acusadores, los abogados defensores 
de las víctimas y, también, por la defensa del procesado, por considerar que los criterios 
para la distribución de la reparación económica no estaban definidos apropiadamente.3 
 
Una vez concluida la sesión en el Tribunal, los periodistas que habían asistido corrieron a 
comunicar la noticia a la redacción de sus respectivos medios, cuyos contenidos en esa 
semana se concentraban en tres eventos en particular: el asesinato de 6 personas más 
en el oriente del país, el perfil de la ganadora del reinado nacional de la belleza, y el 
recién anunciado calendario de los juegos de la copa mundial de fútbol sub-20 de la Fifa 
–a disputarse en el país al año siguiente–. 
 
1.1 Del escenario de reflexión y sus implicaciones 
El caso-tipo que se acaba de presentar ha sido construido con base en los pocos 
ejemplos disponibles, cumplidos seis años de su aprobación, de un punto culmen en el 
proceso de aplicación de una ley jurídica en particular, la ley 975 de 2005 o Ley de 
Justicia y Paz, con la que se estableció una normatividad para la desmovilización de 
grupos armados ilegales en Colombia, empezando por  el proceso que, desde 2003, se 
venía adelantando con la estructura militar de las AUC.4 Este instrumento jurídico se 
                                                
 
2 Para diciembre de 2011, seis años después de su sanción y sobre un universo de 4.801 
desmovilizados (principalmente paramilitares) postulados, la ley de Justicia y Paz completaba con 
el fallo en contra de alias 'El Iguano' apenas cuatro sentencias, y de éstas sólo la primera estaba 
en firme tras su ratificación por la Corte Suprema de Justicia. 
3 Según las víctimas y sus abogados defensores, la Corte contaba con plenas evidencias para que 
la reparación económica fuese calculada a partir del derecho individual y con base en la calidad 
de las víctimas (es decir: nivel de estudios, trabajos que desempeñaban, rol dentro de la familia y 
en la sociedad, entre otros), y no según los criterios de equidad por los que según el Tribunal de 
Justicia y Paz se establecieron montos iguales de reparación para todos. A finales de 2011, la 
Corte Suprema de Justicia aún no había respondido a la solicitud de apelación que un año antes 
se presentó respecto a la sentencia en contra de alias 'El Iguano'. 
4 Se habla de la “desmovilización de la estructura militar” y no de la “desmovilización del grupo 
paramilitar” en general, teniendo en cuenta las recurrentes denuncias sobre los contactos que 
habrían mantenido los comandantes paramilitares con otros cuadros y mandos medios que no se 
sumaron a la desmovilización, sino que permanecieron en la clandestinidad para dedicarse al 
narcotráfico, o  para mantener y fortalecer estructuras armadas más pequeñas que no se 
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ubica en el marco de lo que se conoce como justicia transicional, dado su propósito de 
regular el paso de un estado de confrontación armada a otro de expectativas en torno a 
la paz.  
 
Como se entrevió más arriba, fueron las exigencias de las víctimas y el respaldo de parte 
de organizaciones nacionales e internacionales de Derechos Humanos, lo que llevó al 
gobierno colombiano a incluir en dicha regulación mecanismos tendientes a garantizar lo 
que otros instrumentos jurídicos internacionales reconocen como los derechos de estas 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. El material noticioso sobre el que se 
construyó este caso señala que las víctimas y sus representantes en el proceso jurídico 
manifestaron su inconformidad con la manera como se definieron los criterios de 
reparación económica, el único aspecto sobre el que la ley de Justicia y Paz dispone de 
mecanismos para su apelación y redefinición. En lo que se refiere al derecho a la justicia 
y las sanciones jurídicas, la ley en cuestión establece una pena penitenciaria excepcional 
mínima de cinco años y máxima de ocho, beneficio que será revocado si el procesado de 
manera deliberada suministra información falsa u omite detalles sobre los hechos de 
violencia en los que participó y sobre sus víctimas, con lo que entonces el caso pasa a la 
jurisdicción de la justicia ordinaria en donde la pena es de 40 años o más.  
 
Según lo anterior, las autoridades judiciales y de gobierno se atienen a la idea según la 
cual, una vez que un caso ha pasado por el tribunal del derecho y se ha aplicado una ley 
jurídica, se ha hecho justicia. En lo que se refiere a la Ley de Justicia y Paz en particular, 
el entonces vice-presidente Francisco Santos la calificó como “...un proceso ejemplar 
para el mundo y que va a ser visto… como el gran modelo de justicia transicional que ha 
hecho el mundo moderno para resolver un problema de violencia”.5 Entre tanto, víctimas 
y abogados defensores de derechos humanos consideran que esta es básicamente una 
ley de promoción del “perdón y olvido”, que evita el esclarecimiento de la verdad 
alrededor de los hechos de violencia y que, por consiguiente, promueve la impunidad.6  
 
                                                                                                                                              
 
desmantelaron y con las que se siguió llevando a cabo acciones armadas, origen de lo que se ha 
venido conociendo como como “bandas criminales” –Bacrim–. 
5 Declaraciones recogidas en el documental Impunity, producido bajo la dirección de José Lozano 
y Hollman Morris, 2011. 
6 Ibíd.  
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Pero no es tal “satisfacción” de derechos en su sentido jurídico la que se propone 
explorar esta tesis. El valor del ejemplo sobre el que se construye y se presenta el caso-
tipo radica en que en él se constata la aplicación de una ley jurídica, sí, pero en relación 
con la cual surgen interrogantes sobre si allí hubo o no efectivamente justicia. Volviendo 
sobre este ejemplo, el cambio de una pena “ordinaria” de 40 años de cárcel a una 
reducida a su quinta parte, da la idea de que acaso existiesen varias justicias, que 
aplicarían distintos criterios sobre delitos similares –o en su defecto, sobre un mismo 
delito. 
 
El sometimiento a la justicia de los miembros desmovilizados de grupos armados ilegales 
–paramilitares y guerrilleros–, es un asunto cuya relevancia ha merecido un particular 
interés para Colombia y la comunidad internacional desde la última década, pero la 
pregunta por la efectiva realización de la justicia frente a la aplicación de una ley jurídica 
y la sanción que ésta implica conserva su validez. ¿Cuál es el punto en que la aplicación 
punitiva de una ley jurídica decide el ejercicio efectivo y el alcance de la justicia? 
 
Giorgio Agamben (2000), en su reflexión alrededor de lo ocurrido durante la Segunda 
Guerra Mundial en los campos de concentración –donde los nazis tenían hornos 
crematorios tanto para cumplir con sus políticas de exterminio, como para desaparecer 
los cadáveres de sus víctimas y borrar las pruebas de sus crímenes, impidiendo así la 
recuperación de memorias7–, considera que los 12 procesos jurídicos de Nuremberg y 
todos los otros a los que fueron sometidos los comandantes y líderes nazis, pese a su 
necesidad pero también a su insuficiencia para alcanzar a todas las estructuras que le 
dieron forma al nazismo, difundieron la idea de que el problema ya había quedado 
                                                
 
7 Elizabeth Jelin (2002, p. 29) cita la frase de Heinrich Himmler durante su juicio de Nuremberg, 
quien se refiriera a la “solución final” como una “página gloriosa de nuestra historia, que no ha sido 
jamás escrita, y que jamás lo será”. Por su parte, Agamben (2000) incluye en su texto la 
transcripción que hiciera Primo Levy de la advertencia sarcástica de las SS para los habitantes del 
campo de Awschwitz:  
“De cualquier manera que termine esta guerra, la guerra contra vosotros la hemos 
ganado; ninguno de vosotros quedará para dar testimonio de ella, pero incluso si 
alguno lograra escapar el mundo no lo creería... porque con vosotros serán 
destruidas las pruebas. Aunque alguna prueba llegase a subsistir... la gente dirá 
que los hechos que contáis son demasiado monstruosos para ser creídos: dirá 
que son exageraciones... y nos creerá a nosotros que lo negamos todo, no a 
vosotros. La historia del Lager, seremos nosotros quien la dicte”. (pp. 164-5) 
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superado: “Las sentencias habían pasado a ser firmes, sin posibilidad, pues, de 
impugnación alguna, y las pruebas de la culpabilidad se habían establecido de manera 
definitiva” (p. 18). Y ello sería consecuencia de lo que define como “la naturaleza 
autorreferencial del juicio”, que consiste en que el derecho no tiende en última instancia 
al ejercicio de la justicia ni al esclarecimiento de la verdad, sino exclusivamente a la 
celebración del juicio, y éste a su vez “...no se propone castigar ni premiar, ni hacer 
justicia ni descubrir la verdad. El juicio es en sí mismo el fin...” (p. 17). Así –continúa el 
autor–, el juicio se constituye en la pena como tal, y esa pena indicada en el fallo jurídico 
(sea la cárcel o el verdugo) no es sino la prolongación del juicio mismo.8  
 
En este orden de ideas, la reflexión alrededor del ejercicio o la realización de la justicia 
no se agota en la nula o parcial aplicación de una ley jurídica –aunque ésta discusión 
siga siendo necesaria–. Antes bien, es preciso dar un paso al lado y cuestionar tanto los 
propósitos a los que sirve este derecho, como sus límites, sus imposibilidades y los 
peligros que él mismo representa. Eso que he denominado “paso al lado”, no “más allá”, 
ni mucho menos “hacia atrás”, es un paso a una perspectiva ética que, como indica 
Agamben, ofrece otro punto de mira alrededor de la guerra y sus salidas – o sus 
perpetuidades.   
 
“Los campos constituyen… un espacio de excepción, en el que no sólo la 
ley se suspende totalmente, sino en el que, además, hecho y derecho se 
confunden por completo: por eso todo es verdaderamente posible en ellos… 
La pregunta correcta con respecto a los horrores del campo no es, por 
consiguiente, aquella que inquiere hipócritamente cómo fue posible cometer 
en ellos delitos tan atroces en relación con seres humanos; sería más 
honesto, y sobre todo más útil, indagar atentamente acerca de los 
procedimientos jurídicos y los dispositivos políticos que hicieron posible 
llegar a privar tan completamente de sus derechos y prerrogativas a unos 
seres humanos, hasta el punto de que al realizar cualquier tipo de acción 
contra ellos no se considerara ya como un delito (en este punto, en efecto, 
todo se había hecho verdaderamente posible).” (Agamben, 1998, pp. 217-8)  
 
Las acciones señaladas en el caso-tipo presentado anteriormente: numerosas masacres, 
disposición de cadáveres amontonados en fosas comunes, arrojados a  los ríos o 
desaparecidos en hornos crematorios, el uso del terror para consolidar el dominio sobre 
                                                
 
8 “Piénsese en el término ajusticiar” (Satta, citado por Agamben, 2000, p. 18). 
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una región, entre otras, presentadas como parte de un “desempeño profesional”, son 
hechos que también podrían referirse como “horrores del campo”, sin que haya 
necesariamente un cerco que delimite geográficamente un campo tal de concentración –
antes bien, dado el desarrollo de la violencia sociopolítica en Colombia y la afectación en 
su mayoría de población rural, podría hablarse más bien de “los horrores en el campo”–.  
Hay que agregar, además, que el horror que atestiguan las víctimas –familiares de 
quienes perecieron y sobrevivientes a acciones directas contra su integridad–, por 
acciones de este talante ejecutadas por comandantes paramilitares, guerrilleros y 
también de la Fuerza Pública, no se restringe únicamente a la violenta devastación que 
implican tales hechos: se extiende también a esos momentos de aparente normalidad, 
los que hacen pensar que nada de aquello ocurrió ni sigue ocurriendo, construyendo una 
zona gris –en palabras Primo Levi–, de complicidades y negaciones en medio de la 
celebración paralela de un reinado de belleza o de una copa mundial de fútbol.9  
 
No obstante, una “normalidad” así es sellada por procesos judiciales cuyo carácter 
autorreferencial tiene dos claros efectos. Por una parte, reduce la realización de la 
justicia a la mera aplicación de una ley jurídica, con lo que tal ley termina siendo sólo un 
instrumento para la celebración ritual del juicio en sí mismo. Y por otra parte, esa falsa 
sensación de “normalidad” desconoce la continuidad de la violencia sociopolítica y los 
elementos de carácter estructural que aún la sostienen, lo que lleva a algunos análisis a 
                                                
 
9 La noción sobre el horror que representan estos momentos de “normalidad” en contextos de 
violencia, es muy similar a la que Agamben (2000 [1999]) retoma a partir de la cita del texto de 
Primo Levi (1989, p. 40), Los hundidos y los salvados, sobre un partido de fútbol entre los 
soldados nazis de la SS y prisioneros judíos del Sonderkommando:  
“Al encuentro asisten otros soldados de la SS y el resto de la escuadra, muestran 
sus preferencias, apuestan, aplauden, animan a los jugadores, como si, en lugar 
de a las puertas del infierno, el partido se estuviera celebrando en el campo de un 
pueblo.” (p. 25) 
En Colombia, este horror descrito por Levi es totalmente desconocido y silenciado en aquellos 
programas de atención humanitaria y de reintegración social que desarrollan proyectos para asistir 
simultáneamente a víctimas, desmovilizados de grupos armados e incluso miembros de la fuerza 
pública en retiro por discapacidad luego de ser heridos en combate. Entre sus estrategias de 
atención se incluye, precisamente, ¡la celebración de partidos de fútbol entre miembros de estos 
tres grupos de población!, lo que se presenta como todo un “deporte” al que llaman “El Golombiao 
– el juego de la paz”, “...deporte nació en Europa, en los campos de concentración Nazi, donde los 
prisioneros crearon este juego para compartir y generar procesos de encuentro” (Diario 
eltiempo.com, publicado el 03/10/2009; recuperado en Enero/2010).   
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concluir que “Colombia atraviesa un proceso de justicia transicional sin transición” 
(Uprimny, et al., 2006, p. 3). 
 
Si la aplicación de la ley jurídica fuera efectivamente suficiente para propiciar y sostener 
un proceso de transición, no queda más sino sumarse a las denuncias formuladas por 
víctimas y organizaciones de derechos humanos que, como se señaló más arriba, 
califican el proceso de justicia transicional en Colombia como una “farsa” que promueve 
el “perdón y olvido” y favorece la impunidad, dadas las sucesivas fallas y debilidades en 
la aplicación de la ley de Justicia y Paz –falsas desmovilizaciones, imprecisión o falsedad 
en la información rendida en las audiencias judiciales, excesiva lentitud en las 
investigaciones, el escaso número de sentencias, y la extradición de los máximos jefes 
del paramilitarismo por cargos de narcotráfico, con lo que se obstaculizó el 
esclarecimiento y la sanción de los crímenes cometidos en el marco del conflicto armado 
en el país–. Sin embargo, no son estas irregularidades en la aplicación de la ley las que 
se propone indagar esta tesis, pese a que su hipótesis de trabajo lleve a respaldar estas 
mismas denuncias desde otra perspectiva: que la manera en que está concebida la 
justicia transicional en la ley 975/2005 de Justicia y Paz, acentúa la distancia entre ley 
jurídica y justicia, a tal punto que consigue una transición en el abordaje jurídico y en las 
expresiones armadas del conflicto en sí mismo, pero sin alcanzar la aplicación de justicia, 
es decir, una transición sin justicia.    
 
1.2 La pregunta por la ley jurídica y la justicia en el 
marco de la justicia transicional  
Como se anunció desde la introducción, la exploración que se propone esta tesis 
alrededor del papel de la ley jurídica en el ejercicio de la justicia, no se adelanta a partir 
de los enfoques jurídicos o de la filosofía del derecho –disciplinas para las que la 
pregunta constituye parte de su objeto de estudio–, sino desde una perspectiva 
psicoanalítica y en un contexto específico: el de los interrogantes que suscita la 
implementación de la justicia transicional. Ahora bien, vale la pena revisar las 
implicaciones de la forma particular que la justicia transicional ha adoptado en Colombia, 
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con la idea de precisar algunos puntos que orientarán la problematización que se 
propone.  
 
Al igual que Sigmund Freud lo señaló en repetidas ocasiones respecto a los estados 
neuróticos como una condición “excepcional” para reflexionar acerca de la constitución 
psíquica juzgada como “normal”, la justicia transicional representa una situación 
excepcional que puede permitirnos una indagación alrededor de la noción de justicia 
como tal, y de cómo se inscribe ella en la ley jurídica. 
 
El trabajo del jurista colombiano Rodrigo Uprimny y su equipo (2005), titulado Justicia 
transicional sin transición: reflexiones sobre verdad, justicia y reparación en Colombia, 
presenta un amplio y a la vez detallado análisis de las características de la justicia 
transicional, el cual tomo aquí como referencia para hacer una exploración de la cuestión. 
Según el autor, la justicia transicional se toma como un paradigma relativamente reciente 
en la disciplina del derecho (de no más de 25 años), que se refiere a los procesos por los 
que se adelantan transformaciones radicales en los órdenes político y social de una 
sociedad que pasa de un régimen dictatorial a uno democrático, o de una situación de 
finalización de un conflicto armado interno a la consecución de la paz.  
 
La novedad del paradigma frente a escenarios de este tipo que son tan recurrentes en la 
historia, radica precisamente en la introducción del concepto “justicia”, el cual se enfrenta 
a toda una serie de preguntas que surgen en medio de la contraposición entre dos 
amplios interrogantes: ¿Se debe individualizar y castigar a los responsables de los 
graves atentados contra la dignidad humana cometidos en la etapa previa a la transición? 
¿Ó se deben olvidar esos atropellos para favorecer una reconciliación que viabilice la 
transición?   
 
“De esta manera, mientras que las exigencias jurídicas… buscan proteger 
cabalmente los derechos de las víctimas de tales crímenes a la justicia, la 
verdad y la reparación, las necesidades de paz y de reconciliación 
nacional propias de los procesos transicionales presionan en dirección 
opuesta, pues para que los responsables de crímenes atroces decidan 
aceptar dejar las armas y llegar a un acuerdo de paz, resulta necesario 
que encuentren incentivos atractivos para hacerlo, tales como el perdón y 
el olvido de sus actos.” (Ibíd., p. 100)  
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Así, la protección del derecho de las víctimas a la justicia está incluida entre los 
propósitos de la ley jurídica y, a primera vista, esta salvaguarda pareciera contraponerse 
a los términos más atractivos para una eventual negociación que lleve a la superación del 
conflicto y al alcance de la reconciliación. Este dilema por el que varias sociedades ya 
han pasado –y que tampoco es ajeno a la historia colombiana–, ha dado origen a 
diversos esquemas de aplicación de justicia transicional que Uprimny y su equipo (Ibíd., 
pp. 10 y ss.) sintetizan en cuatro modelos según su contenido.  
 
1. Por el lado del perdón a los victimarios y del olvido de sus crímenes estaría el 
modelo más radical denominado perdones amnésicos, que se concreta en la 
concesión legalizada de amnistías10 en las que, por definición, se extingue la 
responsabilidad de los autores por los delitos cometidos y se descarta cualquier 
estrategia para la reparación de sus víctimas. Las amnistías que sucedieron a la 
dictadura franquista en España, o las que fueron concedidas por el gobierno 
colombiano a las guerrillas liberales en 1953, son ejemplos de este modelo.  
 
2. Un modelo más moderado es el de perdones compensadores, que consiste en el 
ofrecimiento de amnistías generales en compensación por la colaboración o 
contribución con el desarrollo de medidas como comisiones de la verdad y/o de 
reparación a víctimas. Así, se viabilizan mecanismos para el ejercicio de los 
derechos de las víctimas a la reparación y a la recuperación de la verdad, sin 
mayores incidencias en la aplicación de justicia. Como ejemplos de la aplicación 
de este modelo están los periodos transicionales a las dictaduras en países como 
Chile y El Salvador, y sería el que corresponde en Colombia a la dinámica 
planteada por la ley 975/2005 –de Justicia y Paz–. Desde el punto de vista 
jurídico –continúan los/as autores/as–, este modelo implica un supuesto 
cuestionable en el que los derechos de las víctimas se consideran 
intercambiables entre sí (al privilegiar el acceso a dos de ellos –verdad y 
reparación–, sobre el sacrificio de uno –justicia–), mientras que, por otra parte, 
facilitaría el surgimiento de un “sentimiento de impunidad” (Ibíd., p. 15) que ética y 
políticamente resulta problemático para el éxito duradero de un proceso de paz. 
                                                
 
10 No es casual que amnesia y amnistía compartan la misma raíz etimológica grecolatina. 
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3. Por el lado de la individualización de los crímenes y la sanción de las respectivas 
responsabilidades, el modelo más radical es el denominado de transiciones 
punitivas, según el cual es sólo a través del castigo a los responsables de 
crímenes de lesa humanidad que se puede fundar un nuevo orden. Este fue el 
modelo aplicado en los casos de los de los juicios de Nuremberg al final de la 
Segunda Guerra Mundial, y en los que se llevaron a cabo en Rwanda y 
Yugoslavia, escenarios en donde los vencedores en la confrontación militar 
conformaron tribunales ad hoc que procesaron jurídicamente y sentenciaron a los 
vencidos, sobre la lógica según la cual la justicia depende o “está del lado” de 
quien consiga la victoria en la confrontación militar.  
 
4. El cuarto modelo de justicia transicional es el de perdones responsabilizantes, 
aplicado en Sudáfrica tras el Apartheid y según el cual la concesión jurídica del 
perdón es excepcional e individualizada, y proporcional a la gravedad de los actos 
cometidos (a mayor gravedad, menor posibilidad de perdón), a la posición del 
responsable en la cadena de mando (a mayor jerarquía o posición de poder, 
menor posibilidad de perdón) y a las contribuciones hechas al proceso jurídico (a 
mayores contribuciones a la paz, la verdad y la reparación, mayores posibilidades 
de perdón). Así, los indultos plenos estarían más del lado de los combatientes 
rasos y podrían otorgarse algunos perdones menores por infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario (DIH), pero no por los crímenes de lesa humanidad de  
los que se responsabiliza a los cuadros o mandos superiores. 
 
5. La justicia restaurativa es otro modelo sobre el que es preciso hacer referencia 
dada la fuerza que ha adquirido en el marco nacional e internacional de las 
discusiones sobre modelos de justicia alternativa. Uprimny y su equipo (Ibíd., pp. 
103 y ss.) lo presentan, pero no lo incluyen entre los cuatro resumidos 
anteriormente, dadas las importantes diferencias tanto en su origen como en su 
propósito. En efecto, la justicia restaurativa no surgió de los cuestionamientos 
acerca del balance entre las exigencias de justicia y de paz en contextos de 
transición, sino de un movimiento también reciente y más amplio inspirado en 
diversas fuentes religiosas, culturales y éticas, para criticar el carácter represivo y 
retributivo del sistema penal de justicia ordinaria (“ojo por ojo…”, o su 
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equivalente), por considerarlo insuficiente para restablecer la convivencia social 
pacífica entre el victimario, su(s) víctima(s) y la sociedad en general. Así – 
continúan los/as autores/as–, la justicia restaurativa puede ser un buen 
complemento para la justicia transicional en circunstancias excepcionales de 
transgresiones menores, pero no podría reemplazarla dado que fue pensada para 
enfrentar el crimen de pequeña escala en sociedades relativamente pacíficas, y 
no para casos de violaciones masivas de derechos humanos cuya superación 
exige transformaciones sociales y políticas de fondo.  
 
Esta rápida exploración lleva a la identificación de cuatro modelos “más uno”, para el 
alcance de una alguna forma de justicia que pondere las exigencias jurídicas para la 
protección de la verdad, la justicia y la reparación, frente a las condiciones para la relativa 
superación de un conflicto y el alcance de una forma de paz. La identificación de varios 
modelos de justicia transicional evidencia las diferencias que puede haber tanto en la 
definición de los fines que se le atribuyan, como en las formas que adquiera la ley jurídica 
como medio para su alcance y en la proporción en que se aplica su dimensión punitiva 
y/o exculpante.  
 
Retomando los cuestionamientos planteados por Agamben a partir de los procesos en 
Nuremberg, lo que aún quedaría en entredicho es la dimensión ética de la justicia 
transicional, es decir, aquella perspectiva distinta al énfasis en la celebración del proceso 
jurídico, a la aplicación de una ley articulada. Esta incertidumbre se constató 
anteriormente cuando al hablar del modelo de perdones compensadores (la fórmula a la 
que corresponde la ley 975/2005), Uprimny y su equipo advierten del posible surgimiento 
de un “sentimiento de impunidad” que resulta éticamente problemático porque pone en 
duda, como se planteó respecto al caso-tipo presentado más arriba, que se esté 
“haciendo justicia”. Y no es que los otros modelos carezcan de inconvenientes en este 
sentido: un sentimiento tal de impunidad sería aún más intenso en el caso del modelo de 
pleno olvido como el de los perdones amnésicos, mientras que en el extremo opuesto de 
las transiciones punitivas la lógica de la imposición militar de vencedores sobre vencidos 
relativiza el sentido mismo de la justicia y lo relega de manera incoherente al peso de las 
armas.  
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El modelo de perdones responsabilizantes es presentado por los/as autores del trabajo 
en referencia como el de mayor pertinencia política y jurídica, al poner en consideración 
la proporción de la relación entre la responsabilidad por la comisión de los crímenes y su 
gravedad, pero aún genera inquietud el hecho de que facilite la exoneración de 
responsabilidades a quienes habrían participado de forma directa en los crímenes 
juzgados: los combatientes rasos y sus mandos medios. Entre tanto, el imperativo de la 
reconciliación que pregona el paradigma de la justicia restaurativa le resta importancia al 
carácter político de las transgresiones en cuestión.  
 
Así las cosas, tal dimensión ética de la justicia en la justicia transicional parece 
suspendida tanto en los extremos opuestos del pleno perdón a los crímenes ó de su 
sanción absoluta, como en los modelos intermedios en los que se sacrifica parcialmente 
las exigencias jurídicas de protección a los derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación. 
 
Ateniéndonos aún a los conceptos jurídicos y políticos en juego, el trabajo tomado como 
referencia para este acercamiento a la justicia transicional atribuye una gran importancia 
a la legitimidad con la que alguno de estos modelos (o una combinación de ellos) es 
diseñado e implementado (Uprimny, et al., pp. 17 y ss.). La legitimidad –concepto que 
estamos forzados a consultar en otras fuentes, pues nuestra referencia da por sentada 
su comprensión–, puede entenderse como “...el reconocimiento del derecho a gobernar. 
En este sentido, se trata de ofrecer una solución a un problema político fundamental, que 
consiste en justificar al mismo tiempo el poder político y la obediencia” (Coicaud, 2002 – 
Traducción propia). 
 
En este sentido, Uprimny et al. sugieren que la legitimidad en los casos de justicia 
transicional se deriva, por una parte, del proceso mismo de elaboración de la fórmula 
para la transición y, por otra, se apoya en los arreglos de dicha fórmula conforme a las 
exigencias jurídicas consagradas en el derecho constitucional y en el derecho 
internacional.  
 
En cuanto a la legitimidad según el proceso de elaboración, el equipo de Uprimny 
clasifica cuatro tendencias susceptibles de matices y de mezclas entre si: 1) Justicia 
impuesta, donde se ejerce la imposición coercitiva de un soberano o de la parte 
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victoriosa de una confrontación (ej.: Bosnia, Nuremberg); 2) Autoamnistías, en donde los 
victimarios se otorgan perdones plenos y amnistías a sí mismos para permitir la 
transición (usual en contextos donde los victimarios son principalmente miembros del 
Estado, como en Chile y Argentina); 3) Perdones “recíprocos”, donde la negociación 
entre los actores armados lleva a una mutua concesión de perdones en pro de la 
reconciliación (ej.: los conflictos Centroamericanos); y 4) Transiciones democráticamente 
legitimadas, donde las negociaciones entre los actores del conflicto incluyen la 
participación de sectores sociales y formas de consulta ciudadana como los plebiscitos 
y/o referendos (ej.: Sudáfrica, Irlanda del Norte, Uruguay).  
 
Esta última tendencia es la que Uprimny y su equipo consideran que es la que más se 
ajusta a las exigencias jurídicas, éticas y políticas, y la que mejor puede garantizar que el 
orden social fundado como consecuencia de la transición sea durable y sin “gérmenes 
futuros de violencia”, dado que facilita la participación activa de todos los sectores 
sociales –especialmente de las víctimas del conflicto–, y no únicamente  de los actores 
de la confrontación. Podría decirse que se trata de una nueva apertura para la expresión 
de la voluntad general, principio estrechamente asociado a la noción de consenso y 
sobre el que se pretende fundar la democracia moderna.  
  
“De esa manera, los procesos transicionales elaborados por medio de 
estos mecanismos [democráticos] garantizan la existencia de espacios de 
deliberación para todos los interesados en el conflicto y, al hacerlo, 
adquieren un alto grado de legitimidad, permiten alcanzar un consenso 
entre los diferentes sectores sociales, y obtienen el apoyo internacional 
que resulta tan útil e importante en este tipo de procesos”. (Ibíd., p. 21) 
 
Por su parte, el arreglo según las formas jurídicas del derecho constitucional e 
internacional, acerca la legitimidad de la justicia transicional a la noción de legalidad, sin 
que necesariamente la una sustituya la otra, pues son diferentes. Según Jean-Marc 
Coicaud (2002) –de quien más arriba tomamos el concepto de legitimidad–, el cuerpo 
normativo del derecho que define y da forma a la legalidad, establece una serie de 
procesos y procedimientos que hacen referencia a instancias reconocidas -ya 
legitimadas- de autoridad. En consecuencia, “la legalidad... no constituye una forma 
independiente de legitimidad, sino que más bien es un indicador de legitimidad” (p. 23 – 
traducción propia). Así -continúa Coicaud-, el derecho necesita cumplir con dos 
condiciones complementarias para ser legítimo: Primero, sus declaraciones y 
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componentes jurídicos tienen que ser acordes a los valores constitutivos de la identidad 
de la sociedad; y segundo, dichos componentes tienen que contribuir de una manera 
factible y creíble al logro de tales valores (Ibíd.).  
 
En este orden de ideas, Uprimny y su equipo estarían sugiriendo que tanto el derecho 
internacional como el constitucional, cumplen con estas dos condiciones para darle 
soporte de legitimidad  a un proceso de justicia transicional, cuyo propósito de superación 
de un conflicto lo hacen un espacio idóneo para (re)plantear esos “valores constitutivos 
de la identidad de la sociedad” y los mecanismos para su alcance.  
 
La expectativa de la legitimidad con base en el ajuste al derecho internacional y 
constitucional es resultado de una fuerte tendencia mundial de la década de 1990, en la 
que los Estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
formalizaron su respaldo y vinculación a una serie de consensos internacionales 
alrededor de ciertos principios, pensados a partir de los éxitos y fracasos en el manejo de 
conflictos armados y de los requerimientos básicos de la justicia en periodos de 
transición. Así, con su adhesión y ratificación de instrumentos como el Convenio de 
Ginebra (1949) y sus protocolos adicionales (1977 y 2005), las Declaraciones de 
principios para la lucha contra la impunidad (Principios de Joinet, 1997), y el Estatuto de 
Roma11 (con el que se creó la Corte Penal Internacional), entre otros que conforman el 
derecho internacional de los derechos humanos, el Estado colombiano al igual que otros 
Estados asumió una serie de obligaciones internas –constitucionales y legales– e 
internacionales, para que sus acuerdos de paz con actores armados ilegales privilegien 
la realización de los valores de la justicia (esclarecimiento de la verdad de los hechos, 
individualización de responsabilidades y aplicación de penas proporcionales a los 
crímenes cometidos, reparación a las víctimas y a la sociedad en su conjunto), por 
encima de los intereses en juego en la negociación del cese de hostilidades (Uprimny, et 
al., pp. 28 y ss.).   
 
                                                
 
11 Colombia firmó el Estatuto de Roma en 1998 y lo ratificó en agosto de 2002. Sin embargo su 
vigencia en el país no se hizo efectiva sino hasta 2009, dado que el gobierno colombiano así lo 
solicitó desde el momento de su firma, para evitar presiones que crearan malestar en las 
negociaciones de paz que por ese entonces adelantaba con el grupo guerrillero de la Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (Farc). 
20 Ley, justicia y transición: una exploración desde el psicoanálisis 
 
Así las cosas, podría decirse que la legitimidad de la justicia transicional se relaciona, en 
un contexto democrático (o con aspiraciones a serlo), con la concreción de una fórmula 
para la transición definida a partir del consenso de la voluntad general en torno a una 
serie de valores y parámetros considerados como necesarios para la superación del 
conflicto, y que se concretan en un cuerpo normativo que hace referencia a la legalidad 
más amplia (constitucional, internacional), sobre la que se apoya dicha legitimidad. Sin 
embargo, si se retoma la crítica de Agamben en torno al carácter autorreferencial del 
juicio, en donde lo que importa es el proceso jurídico en sí mismo  y el papel que allí 
juega el derecho, corremos el riesgo de limitar nuestra pesquisa a la aplicación, correcta 
o no, de una ley jurídica, que es frente a lo que esta tesis busca asumir una perspectiva 
distinta.  
 
En 1937 (2007 [1937], p. 249), Freud calificó como “imposibles” a tres profesiones por las 
que “…se puede dar anticipadamente por cierta la insuficiencia de su resultado”: se trata 
de educar, gobernar y psicoanalizar. ¿Debiera pensarse en “juzgar”, en tanto ejercicio 
que apunte más allá del ritual jurídico para la realización de justicia, como uno más de 
tales imposibles?  
 
Lacan en el Seminario 7, La ética del psicoanálisis (1990 [1960]), sitúa la relación del 
sujeto y la norma en una ética que va más allá de la obligación:  
 
La experiencia moral como tal, a saber, la referencia a la sanción, coloca 
al hombre en cierta relación con su propia acción que no es sencillamente 
la de una ley articulada [jurídica], sino también la de una dirección, una 
tendencia, en suma, un bien al que convoca, engendrando un ideal de 
conducta. Todo esto constituye también, hablando estrictamente, la 
dimensión ética y se sitúa más allá del mandamiento, es decir, más allá de 
lo que puede presentarse con un sentimiento de obligación (p. 11 – énfasis 
añadido). 
 
Es allí en esa relación del sujeto con la ley jurídica desde donde el psicoanálisis puede 
ofrecer una mirada alternativa, desde un paso al lado del contenido del derecho.  
 
 
  
 
2. La ley jurídica y la Ley de estructura: 
precisiones y aproximaciones 
El orden simbólico que constituye y a la vez atestigua la ley jurídica requiere, en el campo 
del psicoanálisis, que la reflexión parta de una exploración de la categoría de castración, 
en la medida que es a través de ella como el sujeto humano se constituye e ingresa al 
registro de intercambios simbólicos que el derecho apunta a regular. Para empezar, se 
sabe bien que la ley le viene al hombre del Otro, le es ajena, y que es preciso que la 
encuentre y la subjetive como condición para el ejercicio regulado de su interacción con 
los otros. En otras palabras, el sujeto se hace humano a partir de la renuncia al goce 
pleno, que es lo que significa la castración, a partir de su inscripción en el lenguaje y, 
desde allí, regulará su deseo. Pero decir que la castración es una Ley de estructura 
implica que se la considere como un efecto del lenguaje, en la medida en que es el 
lenguaje el que separa al sujeto del goce del objeto.  
 
Así, este capítulo explora la relación entre la ley jurídica y la castración como Ley de 
estructura, y la diferencia entre las dos. Como se verá, la propuesta freudiana del mítico 
parricidio de la horda primordial permite discernir, por una parte, una génesis social y 
psíquica de la ley antecedida por el crimen –es decir, según un ordenamiento distinto al 
que podría suponerse a partir del derecho–, mientras que, por otra parte, las 
interdicciones del incesto y el parricidio permiten entrever la insistencia de la pulsión y del 
deseo a pesar de la ley jurídica. La reflexión lacaniana prolonga las concepciones 
freudianas a partir de las coordenadas de lo real, lo simbólico y lo imaginario, desde 
donde se puede pensar la castración en contraste con la privación y la frustración en 
cuanto formas de la falta de objeto.  
 
La conclusión preliminar a la que lleva el recorrido de este capítulo, ubica al ser humano 
entre la posibilidad de la transgredir la ley jurídica –cuyas bases se sientan en las 
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prohibiciones fundamentales del incesto y del parricidio–, y la imposibilidad de sustraerse 
a lo real que bordea la Ley de estructura –dada su inscripción en el lenguaje–. 
 
2.1 El origen de la ley en la propuesta de Freud 
Con la rigurosa argumentación que caracteriza sus escritos, Freud publica en 1913 uno 
de los textos en los que despliega claramente su interés por aplicar las hipótesis del 
psicoanálisis a las indagaciones de la antropología social, la mitología y la historia de las 
religiones12: Tótem y Tabú. Allí, con un enfoque que se presume deudor de la perspectiva 
filogenética darwiniana, y con base en lo que hasta entonces había concluido de su 
trabajo sobre las neurosis, Freud concibe el relato mítico del parricidio en la horda 
primordial, que habría tenido lugar en los tiempos primitivos, y a partir del cual sugiere 
situar los orígenes de la ley en las prohibiciones fundamentales del incesto y del 
parricidio, mediante las que se daría comienzo a las formas de organización social, sus 
restricciones y conmemoraciones.  
 
Freud (2007 [1913]) consideró que en la primitiva horda darwiniana habría existido un 
padre violento y feroz que se reservaba a todas las hembras para sí y que expulsaba a 
los hijos varones cuando crecían, con lo que les impedía el acceso a las mujeres y se 
evitaba la rivalidad futura en su contra. Este padre sería un arquetipo de identificación 
para estos jóvenes varones, odiado, temido y amado a la vez por cada uno de ellos. Los 
hermanos –prosigue Freud–, quienes en su destierro habrían alcanzado algún nivel de 
organización que descansaba sobre el establecimiento de “...sentimientos y quehaceres 
homosexuales” (p. 146), un día se aliaron y mataron a este padre primordial, poniendo 
así fin a la horda paterna. “Unidos osaron hacer y llevaron a cabo lo que individualmente 
les habría sido imposible” (pp. 143-4). Para consumar su identificación con él, luego lo 
devoraron de forma tal que cada uno creyó obtener una parte de su fuerza. A lo anterior, 
                                                
 
12 En las páginas 163-4 de la segunda edición (2007) de las obras completas de Sigmund Freud 
por Amorrortu Editores, se incluye una lista de 28 títulos en los que Freud habría perseguido dicho 
interés, empezando en 1907 con Acciones obsesivas y prácticas religiosas, hasta 1939 con 
Moisés y la religión monoteísta.  Entre los trabajos que figuran en dicha lista se destacan, entre 
otros: Tótem y tabú (1913), Psicología de las masas y análisis del yo (1921), El porvenir de una 
ilusión (1927), El malestar en la cultura (1930), y ¿Por qué la guerra? (1932). 
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el autor agrega que “el banquete totémico, acaso la primera fiesta de la humanidad, sería 
la repetición y celebración recordatoria de aquella hazaña memorable y criminal con la 
cual tuvieron comienzo tantas cosas: las organizaciones sociales, las limitaciones éticas 
y la religión”.  
 
Que esto fuera así se explica por el hecho de que luego del asesinato, se impusieron las 
“mociones tiernas” bajo la forma del arrepentimiento: el padre muerto se tornó más fuerte 
de lo que fue en vida y, así, lo que antes él había impedido con su existencia ahora ellos 
se lo prohibían a sí mismos, imponiéndose la revocatoria de la satisfacción derivada de 
su crimen mediante la prohibición de matar al sustituto simbólico paterno –el tótem–, y 
renunciando al acceso a las mujeres liberadas. Así fundaron los dos tabúes del 
totemismo, a los que Freud otorga un carácter universal, es decir, se aproxima a una 
consideración estructural de la prohibición. 
 
Pero el valor psicológico de estas dos prohibiciones fundamentales no sería el mismo. 
Considera Freud que mientras la prohibición del parricidio se relaciona estrechamente 
con motivos de sentimiento de culpa y funda la religiosidad totémica, la otra prohibición, 
la del incesto, tendría un fundamento práctico para la organización social: “…a los 
hermanos, si querían vivir juntos, no les quedó otra alternativa que erigir –acaso tras 
superar graves querellas– la prohibición del incesto, con la cual todos al mismo tiempo 
renunciaban a las mujeres por ellos anheladas y por causa de las cuales, sobre todo, 
habían eliminado al padre” (Ibíd., p. 146). La solidaridad de los hermanos y la 
complicidad de uno con otro en este crimen colectivo, hallarían “...expresión en la 
santidad de la sangre común” (Ibíd., p. 147), lo que define la filiación y la pertenencia a 
un mismo clan, a partir de lo cual la prevalencia de la hostilidad que empujó al parricidio 
encontró contrapeso mediante la declaración de que ninguno de los hermanos podría ser 
tratado por otro como todos en conjunto trataron al padre, con lo que aseguraron la vida 
de unos y otros (Ibíd.).  
 
“A la prohibición, de raigambre religiosa, de matar al tótem se agrega la 
prohibición, de raigambre social, de matar al hermano. Pasará mucho 
tiempo hasta que ese mandamiento deje de regir con exclusividad para los 
miembros del linaje y adopte el sencillo texto: “No matarás”. Para empezar, 
la horda paterna es reemplazada por el clan de hermanos, que se 
reasegura mediante el lazo de sangre. La sociedad descansa ahora en la 
culpa compartida por el crimen perpetrado en común; la religión, en la 
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conciencia de culpa y el arrepentimiento consiguiente; la eticidad, en parte 
en las necesidades objetivas de esta sociedad y, en lo restante, en las 
expiaciones exigidas por la conciencia de culpa”. (Íbid., pp. 147-8)  
 
Años más tarde en El malestar en la cultura, Freud calificará este parricidio fundamental 
y las prohibiciones que le siguieron como el paso decisivo para la creación de la cultura, 
sostenido en la contraposición del poder de la comunidad en su conjunto –expresada en 
términos de derecho–, frente al poder del individuo aislado –calificado de “violencia 
bruta”–. “Su esencia [la de la cultura] consiste en que los miembros de la comunidad se 
limitan en sus posibilidades de satisfacción, en tanto que el individuo no conocía tal 
limitación” (Freud, 2007 [1930], p. 94). Desde antes Freud ya había planteado esta 
posición, cuando en La moral sexual “cultural” y la nerviosidad moderna (2007 [1908]) 
señala que “[e]n términos universales, nuestra cultura se edifica sobre la sofocación de 
las pulsiones” (pp. 167-8).  
 
Freud revisa y presenta varios argumentos desde la antropología social13 para sustentar 
esta propuesta del parricidio en la horda primordial y todo lo que a partir de allí se 
desencadena, pero sus conclusiones se basan en su investigación alrededor de las 
características y la etiología de las neurosis, en cuya base Freud discierne ciertas 
analogías entre las prácticas sexuales de pueblos aborígenes y la sofocación pulsional 
del deseo infantil que sigue a la resolución del conflicto edípico del neurótico.  
 
“...hace tiempo que el horror de los salvajes al incesto se ha discernido 
como tal, y no requiere más interpretación. Lo que nosotros podemos 
añadir para apreciarlo es este enunciado: se trata de un rasgo infantil por 
excelencia, y de una concordancia llamativa con la vida anímica del 
neurótico. El psicoanálisis nos ha enseñado que la primera elección de 
objeto sexual en el varoncito es incestuosa... hemos llegado a proclamar 
como el complejo nuclear de la neurosis el vínculo con los padres, 
gobernado por apetencias incestuosas... Por eso no carece de importancia 
que los pueblos salvajes puedan mostrarnos que también sienten como 
amenazadores, y dignos de las más severas medidas de defensa, esos 
deseos incestuosos del ser humano, más tarde destinados a la condición 
de inconcientes”. (Freud, 2007 [1913], p. 26) 
 
                                                
 
13 Los autores más citados por Freud en este texto son, entre otros: Darwin, C. (1871, 1875), 
Frazer, J. G. (1910, 1911, 1912), Lang, A. (1905), Wundt, W. (1906).  
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Así, según Freud, mientras que entre los primeros pueblos los tabúes son las formas que 
asumen esas “severas medidas de defensa” a la manera de prohibiciones del incesto y 
del parricidio, el sujeto que ocupa sus indagaciones da muestra de la aceptación a estas 
interdicciones a partir de las manifestaciones de las experiencias infantiles de angustia 
social y del complejo de castración, siendo la primera previa al conflicto edípico y el 
segundo lo que lleva a su resolución (Freud, 2007 [1930], pp. 120-1).  
 
En este contexto, Freud atribuye el adjetivo “social” a la angustia que experimenta el niño 
de perder el amor del otro de quien depende, pérdida que dado su desvalimiento le 
representaría quedar “...desprotegido frente a diversas clases de peligros, y sobre todo 
frente al peligro de que este ser hiperpotente le muestre su superioridad en la forma del 
castigo” (Ibíd., p. 120). Así, las prohibiciones que imparten esas personas amadas como 
autoridad externa son aceptadas en la medida en que se apoyan en fuerzas internas 
constituidas sobre los vínculos primarios, y resultan más poderosas que la búsqueda 
inmediata de satisfacciones pulsionales (Cf.: Freud, 2007 [1913], p. 37; 2007 [1930], pp. 
121-3).  
 
Esta angustia frente a la autoridad del Otro luego tendrá un ulterior desarrollo en angustia 
frente al superyó, a cuya instauración Freud se refiere en términos de interiorización de la 
autoridad (Cf.: Ibíd.). El superyó será producto de la resolución del complejo de Edipo, 
efecto a su vez del paso por el complejo de castración.  
 
A partir de sus elaboraciones alrededor de la sexualidad infantil, Freud considera que 
durante la fase de la primacía del falo el niño se explica la carencia de pene en la madre, 
una vez que se da cuenta de ello, como el resultado de una emasculación que habría 
ejercido el padre sobre ella. Así, frente a esta amenaza de castración que representa la 
presencia del padre, el niño concluye que para conservar su propio pene debe renunciar 
tanto a sus aspiraciones incestuosas con la madre, como a la hostilidad propia de la 
rivalidad con el padre por el acceso a la madre. De esta manera el niño “sale” del Edipo. 
La niña, por su parte, se explicará su falta de pene como la negativa de la madre a darle 
uno, con lo que para ella el complejo de castración la introduce en el complejo de Edipo: 
Rivalidad con la madre castrada y elección del padre como objeto de amor que puede 
darle un hijo –sustituto simbólico del pene–, del que después desprenderá sus deseos 
libidinales para dirigirlos a otro hombre.   
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De esta manera, Freud considera que el complejo de castración cumple con una 
importante función “normalizante” al introducir la diferencia entre los sexos, al establecer 
la orientación a la heterosexualidad, y al instaurar en el sujeto las prohibiciones 
fundamentales del incesto y el parricidio, de cuyo efectivo cumplimiento en adelante se 
hará cargo el superyó. En suma, una normalización del deseo. 
 
Freud (2007 [1913]) subraya el hecho de que esta sofocación pulsional tenga de llevarse 
a cabo a partir de prohibiciones y no de otra forma. “En efecto, no es preciso prohibir lo 
que nadie anhela hacer, y es evidente que aquello que se prohíbe de la manera más 
expresa tiene que ser objeto de un anhelo” (p. 74). Algunas páginas atrás, en Tótem y 
Tabú, Freud ya había hecho una inferencia similar a partir del historial de un caso de 
neurosis obsesiva, en el cual sobre un intenso placer de contacto desarrollado desde la 
temprana infancia recae una prohibición externa a realizar ese contacto, lo que por ende 
contraría el placer de allí derivado. Pero lo que Freud encuentra ahora es el límite de la 
prohibición, pues, pese a la aceptación de la prohibición a partir de la fuerza de los 
vínculos amorosos con quienes la impartieron, “…la prohibición no consiguió cancelar la 
pulsión. El resultado fue sólo reprimir {esforzar al desalojo} a la pulsión –al placer de 
contacto– y desterrarla a lo inconsciente. Tanto prohibición [consciente] como pulsión 
[ahora inconsciente] se conservaron” (Freud, 2007 [1913], p. 37).  
 
Las disertaciones freudianas hasta aquí exploradas permiten inferir dos conclusiones 
preliminares respecto a los antecedentes de la ley: en lo social, se relaciona con la 
conciencia de culpa entre los hermanos que habrían cometido aquel parricidio 
fundamental y, en el sujeto, con la angustia social cuando éste atraviesa por el complejo 
de Edipo y se enfrenta a la castración. Esto apunta a situar una particularidad de la ley 
desde el psicoanálisis: el crimen y la culpa preceden y dan lugar a la ley, contrario a la 
suposición del derecho desde donde se sostiene que la función primera de los montajes 
jurídicos de la ley es “…hablar los actos humanos por adelantado [sic.]” (Legendre, 1994 
[1989], p. 39).  
 
La segunda conclusión provisional, relacionada con la coexistencia de la pulsión y de la 
prohibición en el sujeto, sugiere que lo simbólico de la ley no recubre lo real del goce 
pulsional, o dicho de otro modo, que la ley no está en capacidad de obligar a la pulsión, 
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sino que ésta insiste a pesar de que el sujeto tome nota de la existencia de la prohibición. 
Mirado desde la perspectiva del deseo, habrá que decir que la ley tampoco está en 
capacidad de eliminar la consecuencia de goce civilizado al que el deseo aspira 
legítimamente. Justamente ese es el riesgo del neurótico: que todo goce, aún el que 
aparece como recompensa del deseo, sea prohibido, y es el superyó la noción que da 
cuenta de tal riesgo.   
 
A partir de una lectura estructural, Lacan (1988 [1960]) encuentra en Tótem y Tabú una 
contribución que va más allá de su consideración como una “mitología más creíble” (p. 
11) –en referencia al mito creacionista de la revelación judeocristiana–, y también algo 
más que la mera presentación de una psicogénesis y una sociogénesis del superyó14 
(Ibíd., p. 12).   
 
En 1950, en Introducción teórica a las funciones del psicoanálisis en criminología, Lacan 
reconocía que, pese a la crítica de método a la que se pueda someter Tótem y Tabú, el 
logro de Freud allí es “…haber reconocido que con la Ley y el Crimen comenzaba el 
hombre”, y haber otorgado la debida importancia de sus significaciones para el 
sostenimiento del sujeto. Sin embargo, Lacan no deja de preguntarse de qué forma el 
sujeto queda atrapado por esa ley que le es ajena, que proviene de afuera de él mismo, y  
a veces queda tan atrapado que la culpa es su constante.   
 
“El hombre está poseído efectivamente por el discurso de la ley, y con él 
se castiga, en nombre de esa deuda simbólica que no cesa de pagar cada 
vez más en su neurosis. ¿Cómo puede establecerse esta captura, cómo 
entra el hombre en esa ley, que le es ajena, con la que, como animal, nada 
tiene que ver? Para explicarlo, Freud construye el mito del asesinato del 
padre... Es necesario que el hombre tome partido en él como culpable”. 
(Lacan, 2008 [1956]) 
 
Si bien, como dice Lacan, Freud inventa un mito para explicarlo, una reflexión alrededor 
de esa efectiva “posesión” del hombre por el discurso de la ley y la deuda simbólica de la 
que sufre el neurótico podría derivarse de la diferenciación propuesta por Lacan en su 
Seminario 4 – La relación de objeto (2008 [1957]), entre privación, frustración y 
                                                
 
14 La influencia de lo colectivo en la formación del sujeto también es abordado por Freud en El 
malestar en la cultura, así como en Psicología de las masas y análisis del yo. 
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castración, ya que la deuda simbólica a la que hace referencia no es otra cosa que la 
falta en la que se funda la castración. Esta diferenciación será, además, de gran 
importancia para lo que más adelante, en el Seminario 7 (1988 [1960]), “...bajo el registro 
de la relación del significante y de la ley del discurso” (p. 15), discernirá como la 
incidencia de la Ley de estructura en la definición de la ley jurídica.  
 
2.2 Lacan: la castración como Ley de estructura 
Lacan considera que la formulación freudiana del complejo de Edipo está en total 
coherencia con la prohibición del incesto, a tal punto que aquella "...contiene ya en sí 
mismo, como algo fundamental, la noción de la ley, noción imposible de eliminar" (Lacan 
2008 [1957]), por el hecho de referirse al orden simbólico instituido, y que largamente 
antecede al sujeto. Es a este mismo registro simbólico de la ley que se vincula la 
castración. Al respecto, habría que aclarar que si bien Freud diferencia el Edipo del 
complejo de castración y formula una relación temporal diferencial entre los dos según se 
trate del niño y de la niña, no podría entenderse el uno sin el otro. Por su parte, para 
Lacan (2008 [1960]) este énfasis en el Edipo implica la existencia de una estructura 
familiar históricamente determinada que, en caso de faltar, no podría operar. Pero, 
afirma, lo que sí no es un mito es la castración. Así, Lacan separa lo que Freud mantenía 
unido: el Edipo y la castración, privilegiando la segunda sobre el primero. 
 
A partir de las coordenadas de lo real, lo simbólico y lo imaginario, Lacan en el Seminario 
4 (2008 [1957]) logra ubicar y caracterizar la castración como una de las formas de la 
falta que, claramente diferenciada pero en serie con las otras dos –la privación y la 
frustración–, apunta a la constitución del sujeto del deseo inscrito en el orden de la ley 
(Cf.: Ibíd.). 
 
Lacan se refiere a la castración ya no como amenaza ni como complejo –según los 
términos que aplicara Freud–, sino como una deuda simbólica según la cual “...partiendo 
del hecho de que, en la experiencia edípica esencial, es privado del objeto por quien lo 
tiene y sabe que lo tiene, el niño puede concebir que ese mismo objeto simbólico le será 
dado algún día” (Ibíd.). 
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La presencia del padre real, avalada y confirmada por el discurso de la madre, garantiza 
ese don cuya condición es operar la falta sobre la identificación del niño con el falo 
imaginario de la madre. Así, con respecto a la ilusión de completud imaginaria que el niño 
le proporciona a la madre, la intervención del padre indica que "…el asunto ya no está en 
manos del niño y, al mismo tiempo, se resuelve en otra parte" (Ibíd).  Esa “otra parte” es 
una indicación precisa al padre en cuanto lugar al que la madre puede dirigir su deseo, el 
padre que Lacan llama “real”, el agente de la castración. Pero Lacan advierte que no es 
como real que el niño reconoce su intervención, sino que es “por vía de lo imaginario”: 
por el enfrentamiento de rivalidad con el padre, lo que supone la amenaza de castración.  
 
De esta forma, Lacan afirma que "...sólo el juego jugado con el padre, el juego de gana el 
que pierde, por así decirlo, le permite al niño conquistar la vía por la que se registra en él 
la primera inscripción en la ley” (Ibíd. - énfasis agregado). La renuncia al goce de la 
madre que implica la interdicción del incesto y que se juega en la castración es lo que 
perfila al sujeto del deseo y, con ello, a la inscripción del sujeto en el orden de lo humano.  
 
En la operación del significante Nombre-del-Padre, responsable de la metaforización del 
deseo de la madre, el niño se ve conducido a preguntarse por el enigma de la falta 
materna, en virtud de la cual es al padre al que la madre recurre porque de esa manera 
ella se revela deseante de otra cosa. De su lado, el niño encuentra de este modo la 
castración. Es por ello que Lacan (2008 [1964]) llega a sugerir que se asuma la 
castración como “...lo que crea la carencia con que se instituye el deseo. El deseo es 
deseo de deseo, deseo del Otro... o sea sometido a la Ley”. 
 
En una referencia a este asunto en el Seminario 7, La ética del psicoanálisis, Lacan 
establece una equivalencia entre la madre y das Ding: 
 
"Lo que encontramos en la ley del incesto se sitúa como tal a nivel de la 
relación inconsciente con das Ding [sic.], la Cosa. El deseo por la madre 
no podría ser satisfecho pues es el fin, el término, la abolición de todo el 
mundo de la demanda, que es el que estructura más profundamente el 
inconsciente del hombre. En la medida en que la función del principio del 
placer reside en hacer que el hombre busque siempre lo que debe volver a 
encontrar, pero que no podrá alcanzar, allí yace lo esencial, ese resorte, 
esa relación que se llama la ley de interdicción del incesto". (Lacan, 1988 
[1960], p. 85) 
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De esta forma, el incesto se constituye en una paradoja en la que lo imposible se hace 
estructural (Chaumon, 2004, p. 91): ese deseo que empuja al sujeto al (re)encuentro de 
un goce pleno del objeto –“…goce pleno que no deja de ser mítico” (De Castro, 2011)–, 
pone a la vez en movimiento su prohibición. El sometimiento de todos a la ley no es para 
prohibir el goce de uno, sino que, por el contrario, es porque el goce es imposible que 
hay que prohibirlo (Chaumon, 2004, p. 91). Así, se puede entender con mayor claridad la 
afirmación de Lacan (2008 [1960]) en Subversión del sujeto y dialéctica del deseo en el 
inconsciente freudiano: “...el goce está prohibido a quien habla como tal... puesto que la 
ley se funda en esa prohibición misma".  
 
En este sentido, mientras Freud (2008 [1916]) verificó el conflicto edípico con la 
regularidad propia de la universalidad, Lacan constata que no es el padre ni la ley 
paterna la que prohibe el goce, sino el lenguaje el que implica su pérdida. La castración 
adquiere entonces un alcance universal: es la Ley de estructura, por la que se constituye 
todo sujeto hablante y a la que se somete la regulación de su deseo.15  
 
Según Lacan (1960 [1988]), Claude Lévi-Strauss en su trabajo alrededor de las 
estructuras elementales del parentesco apunta a señalar que la ley actúa en el orden de 
la cultura, y sus diferentes montajes jurídicos tienen “...como consecuencia el excluir 
siempre el incesto fundamental, el incesto hijo-madre, que es aquel que Freud enfatiza” 
(p. 85). Así, sigiendo a Lévi-Strauss, Lacan confiere a la prohibición del incesto el 
carácter de hecho de estructura (Chaumon, 2004, p. 91), es decir, “…ley de lo simbólico 
que organiza los intercambios” (Ibíd.) y a partir de la cual el sujeto subjetiva la castración.  
 
                                                
 
15 Franck Chaumon (2004) señala que la escritura en mayúscula de la Ley de estructura obedece 
a una necesidad de distinción respecto a la ley jurídica. Sin embargo, también advierte los riesgos 
que ello implica para la interpretación y la discusión académicas: 
“El problema de la escritura de la Ley con mayúscula es que induce la idea de una 
preeminencia, de una jerarquía respecto de las leyes y particularmente del 
derecho, como si la Ley de la estructura tuviera la clave del derecho. Algo 
trascendente que se impondría como ley natural más allá de las leyes… Según 
esta ideología, el psicoanálisis se hace garante último de los fundamentos 
antropológicos, y no duda de proferir toda suerte de prescripciones normativas”. 
(p. 91, n. 67) 
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"El fin del complejo de Edipo es correlativo a la instauración de la ley como 
reprimida en el inconsciente, pero permanente. Sólo así hay algo que 
responde en lo simbólico. La ley no es simplemente, en efecto, aquello en 
lo que está incluida e implicada la comunidad de los hombres… Se basa 
también en lo real…". (Lacan, 2008 [1957]) 
 
Mientras la castración en tanto Ley de estructura se identifica como efecto del lenguaje, 
las leyes jurídicas son enunciados que se articulan en un discurso –el derecho–, es decir, 
establecen regulaciones al goce alrededor de las cuales se estructuran lazos sociales 
con carácter de obligación (Chaumon, 2004, p. 93). Sin embargo, es preciso recordar que 
la prohibición y la pulsión coexisten en el sujeto, y por consiguiente la interdicción no está 
en capacidad de obligar a la pulsión. En este orden de ideas, el campo de acción para el 
sujeto del deseo que devela el psicoanálisis, se sitúa entre la imposibilidad de acceder a 
un goce absoluto –Ley de estructura–, y la posibilidad de transgredir las obligaciones que 
en lo social regulan el goce –ley jurídica–, obligaciones cuyo origen se rastrea hasta la 
prohibición del incesto. Se trata de un posicionamiento singular con respecto a la norma, 
a la regulación social del goce, lo cual habla de una relación subjetiva con la ley.   
 
El siguienteo capítulo se ocupa del trato que le da el derecho a este posicionamiento del 
sujeto respecto a la ley, el cual parte de la constatación que hiciera Lacan en el 
Seminario 7 de la manera como la ley jurídica –ley articulada, como se refiere a ella en 
varios apartes–, está estructurada de tal forma que logra la exclusión del incesto, ley que 
organiza los intercambios y que es fundamental para preservar el orden simbólico.  
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3. La exclusión del sujeto de la ley jurídica 
La separación entre la castración y la interdicción del incesto llevó en el anterior capítulo 
a reconocer la distinción entre la primera como Ley de estructura para el sujeto, y la 
segunda como ley de lo simbólico que cumple la función de dar forma de prohibición a lo 
imposible del goce. Tratándose de una ley de estructura, se asume que “el goce es 
imposible para aquel que habla”, según la definición lacaniana. Tal abordaje de la 
castración no descalifica la hipótesis freudiana según la cual esta interdicción del incesto 
está a la base de todos los desarrollos de la cultura, sino que antes bien, adquiere el 
estatuto de hecho de estructura para el sujeto. Tampoco descalifica el recorrido de Lacan 
previo a la comprensión de la castración como una operación de lenguaje, y en particular, 
como se citó previamente, su deducción según la cual, de no operar la prohibición que se 
sitúa a nivel de das Ding como objeto del incesto, se aboliría “...el mundo de la demanda, 
que es el que estructura más profundamente el inconsciente del hombre” (Lacan, 1988 
[1960], p. 85). 
 
Este capítulo inicia con un tratamiento del asunto concerniente a la relación subjetiva con 
la ley, partiendo de las conjeturas de Freud alrededor de diversos tipos clínicos. En 
primer lugar, de los delincuentes por sentimiento de culpa, aquellos en quienes la 
necesidad de castigo los lleva a cometer actos delictivos, entre los que, de alguna forma, 
incluye al escritor ruso Fiodor Dostoievski.  
 
Como evidencia de otra modalidad de relación subjetiva con la ley, la indagación en este 
capítulo aborda las elaboraciones de Lacan en el Seminario 7 alrededor de Antígona, la 
protagonista de la tragedia sofocleana del mismo nombre, cuyo posicionamiento frente a 
la ley jurídica ilustra de manera paradigmática la exigencia de otra ley.  
 
Una vez hecho este reconocimiento, lo que sigue atiende al interrogante por el trato que 
le da el derecho al sujeto del inconsciente que discierne el psicoanálisis y su 
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posicionamiento respecto a la ley. Para ello, se parte de la constatación que hace Lacan 
en en el Decálogo mosaico en cuanto a la manera como la ley está estructurada en el 
orden de la palabra, a tal punto que el sujeto del deseo no tiene cabida en el sujeto 
definido por el derecho. El “no ha lugar” con el que concluyó el proceso jurídico contra el 
filósofo Louis Althusser por el asesinato de su esposa ejemplifica la exclusión del sujeto, 
lo cual, en lugar de acallar su posición como sujeto frente a la ley en cuanto responsable 
de su acto, lo que hace es desencadenar un prolífico acto de escritura autobiográfica que 
se llena de autoacusaciones. En lo que respecta al interés de esta tesis acerca de la ley 
jurídica, el capítulo llega a identificar una doble confirmación de la incapacidad de la ley 
para obligar a la pulsión, frente a lo cual el camino que le queda al sujeto del deseo es 
interpretar dicha ley. 
 
3.1 La relación subjetiva con la ley 
La relación subjetiva con la ley puede entenderse como la posición que el sujeto asume 
frente a la ley: si la cumple en función de una autoridad externa que podría no exigir lo 
que exige o, incluso, no exigir nada, o que exige caprichosamente, o si más bien la ley lo 
atraviesa como sujeto en el sentido de que más allá de las formas externas que tome el 
dictado de la norma él mismo “sabe” del límite al goce, o si sabiendo de este límite, más 
bien se encarga de atender a la manera de soslayarlo... 
 
En el caso del neurótico, que ocupa en primer lugar la atención del psicoanálisis, se 
encuentra el caso de la autoridad externa omnipotente y el sometimiento a su mandato 
por la vía del superyó, por el cual la Ley es instaurada como reprimida en el inconsciente, 
“...encarnada en cada sujeto, como sabemos, bajo las formas más diversas, más 
descabelladas, más llenas de aspavientos" (Lacan, 2008 [1957]).  
 
Según Freud (2007 [1930]), es a partir de la instauración del superyó, al final del 
complejo de Edipo, que corresponde hablar de una conciencia moral con respecto a la 
ley que ha sido impuesta al niño desde afuera (p. 121). “La secuencia temporal sería, 
entonces: primero, renuncia de lo pulsional como resultado de la angustia frente a la 
agresión de la autoridad externa... después, instauración de la autoridad interna, renuncia 
de lo pulsional a consecuencia de la angustia frente a ella, angustia de conciencia moral” 
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(p. 124). Así, para esa autoridad interna del superyó, no hay distingo entre el propósito 
malo y la mala acción, y su tensión respecto al yo que le está sometido se exterioriza 
como una necesidad de castigo. El mismo Freud (2008 [1916]) halló una de esas formas 
quizás “más descabelladas” entre “los que delinquen por conciencia de culpa”, expresión 
con la que se refirió a quienes transgreden la ley a través de acciones sobre las que se 
sabe de manera consciente que existe una expresa prohibición – de hecho, ese es su 
mayor atractivo, pues una vez que se consuma el delito sobreviene un alivio significativo 
a la presión ejercida por una acuciante conciencia de culpa cuyo origen le es 
desconocido al sujeto. 
 
“El resultado regular del trabajo analítico fue que este oscuro sentimiento 
de culpa brota del complejo de Edipo, es una reacción frente a los dos 
grandes propósitos delictivos, el de matar al padre y el de tener comercio 
sexual con la madre. Por comparación a estos dos [propósitos], en verdad, 
los delitos cometidos para fijar el sentimiento de culpa eran un alivio para 
los martirizados. Es preciso recordar aquí que parricidio e incesto con la 
madre son los dos grandes delitos de los hombres, los únicos que en 
sociedades primitivas son perseguidos y abominados como tales. Y 
cumple recordar también el supuesto a que otras indagaciones nos han 
llevado, a saber, que la humanidad ha adquirido su conciencia moral, que 
ahora se presenta como un poder anímico heredado, merced al complejo 
de Edipo [sic]”. (Ibíd.) 
 
Según Freud, estas conclusiones aplican particularmente a los niños de comportamiento 
rebelde –“díscolo”, es el adjetivo empleado en su traducción al español–, y a los 
delincuentes para “...los cuales en verdad se han hecho los códigos punitivos”, grupo del 
cual excluye a los perversos, es decir, “...a todos aquellos que cometen delitos sin 
sentimiento de culpa, ya sea porque no han desarrollado inhibiciones morales o porque 
en la lucha contra la sociedad se creen justificados en sus actos”16 (Ibíd.).   
 
En su reflexión alrededor de la vida y obra de Fiodor Dostoievski, Freud (2007 [1927]) 
presenta un caso particular de esta forma de posicionamiento frente a la ley, al identificar 
en los trabajos del escritor ruso un sentimiento de culpa y una necesidad de castigo 
particularmente intensos, producto de haber dirigido hacia su propia persona una 
                                                
 
16 Podría suponerse que muchos de quienes están cobijados por la ley de Justicia y Paz que 
ocupa parte de esta tesis caben en esa clasificación. Una conclusión alrededor de tal suposición 
está por fuera de los alcances investigativos de este trabajo.  
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“...fortísima pulsión destructiva... que fácilmente lo habría convertido en un criminal” (p. 
176) –en un parricida, concretamente–. De las novelas de Dostoievski, Freud se 
concentra con especial interés en Los hermanos Karamazov, a la que se refiere como 
una de las “obras maestras de todos los tiempos” (p. 185), junto con Edipo Rey de 
Sófocles, y Hamlet de William Shakespeare –tres obras que giran en torno al parricidio–.  
 
Freud considera que la epilepsia que Dostoievski padeció desde su juventud era una 
expresión sintomática de su neurosis, y que ésta, junto con su ruina económica por el 
cúmulo de deudas de juego, habrían sido recursos empleados por el novelista como vías 
de autocastigo por su deseo parricida. En relación con su posicionamiento como sujeto 
respecto a la ley y el derecho, llama la atención la suposición que Freud hace con 
respecto a la aceptación por parte de Dostoievski de su injusta condena al cautiverio en 
Siberia, como siendo otra vía para hacerse castigar.  
 
“La condena de Dostoievski como criminal político era injusta, él tenía que 
saberlo, pero aceptó el inmerecido castigo del padrecito Zar como sustituto 
del castigo que había merecido por sus pecados hacia el padre real. En 
lugar de autocastigarse, se hizo castigar por el subrogado del padre. Aquí 
penetramos un poco en la justificación psicológica de los castigos 
impuestos por la sociedad. La verdad es que grandes grupos de criminales 
piden el castigo. Su superyó lo pide, y así se ahorra imponer él mismo las 
penas”. (Ibíd., p. 184) 
 
Así, a partir de estas deducciones de Freud que aquí se presentan como constataciones 
de una relación subjetiva con la ley jurídica, se puede señalar que el advenimiento de un 
sentimiento de culpa no siempre le sigue al reconocimiento de la transgresión a una 
norma, ni menos que evite la recidiva –como lo ilustra el caso de Dostoievski y su 
reincidencia en el juego–, por lo que puede concluirse que la culpa puede provocar el 
acto delictivo.  
 
En una posición que, inicialmente, podría pensarse como opuesta a la “dócil aceptación” 
—por sentimiento de culpa— de la ley que Freud le atribuye a Dostoievski, podría 
ubicarse a Antígona, protagonista de la tragedia griega de Sófocles escrita en el año 442 
a. de C., a cuyo posicionamiento frente a la ley jurídica Lacan (1988 [1960]) en el 
Seminario 7 presta un particular interés, al afirmar que este personaje, “...en efecto, 
permite ver el punto de mira que define el deseo” (p. 298). 
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Antígona, hija de Edipo, vive bajo la tutela del gobernador Creonte, y se opone a su 
decreto de negarle las honras fúnebres a su hermano Polinices quien muere por haberse 
alzado en armas contra la ciudad, mientras que al cuerpo de su otro hermano, Etéocles, 
verdugo de Polinices pero también muerto por la espada de éste, sí se le vela según las 
tradiciones. Consciente de que el castigo a la transgresión del edicto de Creonte es la 
humillación pública y la muerte, Antígona se dirige así a su hermana Ismene para 
plantearle su posición y su resolución: “Estos son los términos de la cuestión: ya no te 
queda sino mostrar si haces honor a tu linaje o si eres indigna de tus ilustres 
antepasados”, con lo cual la conmina a participar con ella en el enterramiento de su 
hermano. Más adelante, capturada en flagrancia, sabiéndose condenada y frente al 
interrogatorio de Creonte acerca de sus actos, Antígona se ubica –según Lacan (Ibíd.)–, 
en un límite que no puede ser cuestionado por la legalidad de ningún mortal, por tratarse 
precisamente de un límite demarcado por las leyes ágrapta, las leyes no escritas de los 
dioses (Cf.: p. 334).  
 
“Creonte: ¿sabías que estaba decretado no hacer esto? / Antígona: Sí, lo 
sabía: ¿cómo no iba a saberlo? Todo el mundo lo sabe. / Creonte: Y, así y 
todo, ¿te atreviste a pasar por encima de la ley?  / Antígona: No era Zeus 
quien me la había decretado, ni Dike, compañera de los dioses 
subterráneos, perfiló nunca entre los hombres leyes de este tipo. Y no 
creía yo que tus decretos tuvieran tanta fuerza como para permitir que sólo 
un hombre pueda saltar por encima de las leyes no escritas [ágrapta], 
inmutables, de los dioses: su vigencia no es de hoy ni de ayer, sino de 
siempre, y nadie sabe cuándo fue que aparecieron. No iba yo a atraerme 
el castigo de los dioses por temor a lo que pudiera pensar alguien: ya veía, 
ya, mi muerte –¿y cómo no?– aunque tú no hubieses decretado nada… Y 
así, no es, no desgracia, para mí, tener este destino; y en cambio, si el 
cadáver de un hijo de mi madre estuviera insepulto y yo lo aguantara, 
entonces, eso sí me sería doloroso, lo otro, en cambio, no me es doloroso: 
puede que a ti te parezca que obré como una loca, pero, poco más o 
menos, es a un loco a quien doy cuenta de mi locura. (…) Con todo, 
Hades requiere leyes igualitarias.” (Sófocles, 442 a. de C.) 
 
Tomando distancia de lo que habría señalado Hegel en cuanto a que Antígona y Creonte 
representan la oposición de dos principios de la ley –el deber y el derecho–, Lacan (1988 
[1960]) recoge la lectura de Goethe quien consideró que Creonte, impulsado por su 
propio deseo, llevó su persecución contra Polinices más allá de donde le estaba 
permitido, para pretender hacer algo a lo que no tenía ningún derecho: infligirle una 
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segunda muerte –entendida aquí como negarle la sepultura–. Así, Lacan se apoya en 
esta última interpretación para sostener que la oposición en juego entre Antígona y 
Creonte no es, como se suele pensar, entre un derecho y un deber, tampoco entre la ley 
jurídica –las “leyes de la tierra”– y la Justicia –la que suele equipararse con lo que la obra 
enuncia como el Decir de los Dioses–: se trata “...de un perjuicio que se opone, ¿a qué? 
A algo diferente que es lo que Antígona representa... Antígona es arrastrada por una 
pasión...” (p. 306).  
 
Luego de sus elaboraciones alrededor del encuentro de Antígona con el mérimna (la 
memoria) de su familia, que la empuja en su acción al mantenimiento de la Áte 
(calamidad, fatalidad) familiar (Cf.: pp. 316, 339) –Áte que depende del campo del Otro–, 
Lacan concluye que lo que se encuentra allí es una ilustración de un deseo absoluto, de 
forma tal que “...Antígona lleva hasta el límite la realización de lo que se puede llamar el 
deseo puro, el puro y simple deseo de muerte como tal. Ella encarna ese deseo” (p. 339).  
 
Antígona asúme una posición desde la que no está de acuerdo con las leyes de los 
hombres, pero en la que tampoco se solidariza con las leyes de la divinidad: ella acude a 
otro orden legal, el de una ley a la que considera superior a la ley jurídica –que no 
obstante no está desarrollada en ninguna cadena significante–. Por su parte, Creonte, 
como representante de los montajes jurídicos, ilustra otra disputa: la de la pretensión de 
una ley que, por serlo, tuviera que ser aplicada a todos sin atenuantes, en nombre del 
bien de todos. Pregunta Lacan (Ibíd.): “¿Cuál es ese famoso campo en el que no hay que 
incursionar?” (p. 335), y es a partir del posicionamiento de Antígona que apunta como 
respuesta al campo de la estructura de lenguaje, en el que se inserta todo sujeto, y en 
virtud del cual nada, sea cual sea su condición o su acción, puede atentar contra el 
tratamiento que merece en cuanto tal, en cuanto sujeto –en este caso, los funerales–.  
 
“No se trata de terminar con quien es un hombre como con un perro. No se 
puede terminar  con sus restos olvidando que el registro del ser de aquel 
que pudo ser ubicado mediante un nombre debe ser preservado por el 
acto de los funerales.  
“...vemos bien por qué Antígona representa por su posición ese límite 
radical que, más allá de todos los contenidos, de todo lo bueno o lo malo 
que haya podido hacer Polinice, de todo lo que puede serle infligido, 
mantiene el valor único de su ser.  
“Ese valor es esencialmente de lenguaje. Fuera del lenguaje ni siquiera 
podría ser concebido... éste es justamente el límite, el ex nihilo [sic.] 
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alrededor del cual se sostiene Antígona. No es otra cosa más que el corte 
que instaura en la vida del hombre la presencia misma del lenguaje.  
“Este corte se manifiesta en todo momento por el hecho de que el lenguaje 
escande todo lo que pasa en el movimiento de la vida.” (Ibíd., p. 335) 
 
Creonte, a pesar de presentarse como el gobernante que cree hacer el bien para todos, 
puede ejemplificar lo que Lacan (2008 [1960]) se refiere cuando, al señalar al Otro como 
lugar del significante que ningún Otro puede ocupar –“no hay un Otro del Otro”–, afirma 
que “es como impostor que se presenta para suplirlo el legislador (el que pretende erigir 
la ley)”.  
 
Es en este sentido que se puede concluir con Bruno (2005) que la ley jurídica no puede 
entrar en contradicción con la Ley de estructura, y al sujeto humano no le queda otra 
opción sino interpretarla para asumir alguna posición con respecto a ella.  
 
“Así, la ley jurídica no es la justicia. La ley jurídica es la marca de dos 
cosas, como ley [montaje jurídico], puede ser transgredida; pero, al mismo 
tiempo, significa por su existencia misma que hay una [L]ey de estructura 
que no puede ser transgredida. Por esta razón, el humano debe interpretar 
la ley, es decir, descubrir lo real de lo cual la ley es la marca. Eso es una 
experiencia singular para cada uno”. (Ibíd.) 
 
En este orden de ideas, a partir de la noción de relación subjetiva con la ley se puede 
afirmar que, para que el enunciado de la ley cumpla algún papel en la vida del sujeto, es 
preciso que devenga un asentimiento subjetivo, que sea resultado de una elección. De lo 
contrario, la ley pierde su potencia simbólica para quedar apenas reducida a un puro 
mandato, puro bando, eso es, “…la forma vacía de una vigencia sin significado” 
(Agamben, 1998, p. 80). El reconocimiento de este requerimiento de un posicionamiento 
del sujeto frente a la ley, “...es una condición para permitir que la ley cumpla su función 
civilizadora” –agrega Bruno (2005)–.  
 
Esta constatación psicoanalítica alrededor del posicionamiento del sujeto frente a la ley le 
resulta problemática al discurso del derecho, pues éste no considera al sujeto como 
efecto de una relación con el Otro, sujeto que “no sabe” de las deternimaciones de su 
acto –sujeto del inconsciente–, pero que no por ello está excluido de su responsabilidad.   
El sujeto del discurso jurídico, por su parte, es concebido eminentemente como agente 
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de una acción –sea de obediencia, de omisión o de trasgresión–, medida según el rasero 
definido en la ley, frente a la cual “todas las personas nacen libres e iguales…” 
(Constitución Política de Colombia, 1991: art. 13), y a la vez, “toda persona está obligada 
a cumplir…” (Ibíd., art. 95). ¿Qué hace entonces el derecho frente a esta relación 
subjetiva con la ley? El abordaje lacaniano alrededor de la estructura de la ley, la cual 
discierne alrededor del Decálogo mosaico, ofrece algunas pistas.  
 
3.2 El sujeto del derecho 
En el Seminario 7 Lacan (1988 [1960]) señala que en la interdicción del incesto se 
encuentra lo que se sitúa a nivel inconsciente como la relación del sujeto con la Cosa 
(Cf.: p. 85). Esta es una tesis que confirma a partir del montaje legal constituido por los 
Diez Mandamientos que Moisés transmite al pueblo judío –según el relato bíblico del libro 
del Éxodo–, en la medida que este Decálogo estaría destinado a preservar la interdicción 
del incesto en tanto condición sine qua non para la subsistencia de la palabra.  
 
“No hago más que abordar esta ribera, pero desde ya, que nadie, les ruego, 
se quede con la idea de que los diez mandamientos serían la condición de 
toda vida social. Pues a decir verdad, ¿cómo no percatarse, desde otro 
ángulo, al simplemente enunciarlos, que son de algún modo el catálogo y el 
cabildo de nuestras transacciones de todo momento? Despliegan la 
dimensión de nuestras acciones en tanto que propiamente humanas. En 
otros términos, pasamos nuestro tiempo violando los diez mandamientos y 
precisamente por eso una sociedad es posible.” (Ibíd., 87) 
 
Lacan sostiene esta misma conclusión con respecto al décimo y último de estos 
mandamientos –“Tú no codiciarás la casa de tu prójimo, tú no codiciarás la mujer de tu 
prójimo, ni su servidor, ni su sirvienta, ni su buey, ni su asno, ni nada de lo que 
pertenezca a tu prójimo [sic.]” (Ibíd., p. 102; Ex 20, 17)–, y que sería en el Decálogo la 
referencia más cercana a la interdicción del incesto, pues éste no contiene tal prohibición 
de manera explícita. El valor que para el análisis tiene este mandamiento radica en que, 
según Lacan, la codicia a la que se refiere no es a cualquier cosa que desee o haya 
deseado el sujeto, sino a una cosa que es la Cosa del prójimo. Así, agrega, “ese 
mandamiento adquiere su valor en la medida en que preserva esa distancia de la Cosa 
en tanto que fundada por la palabra misma” (p. 103), y sería ésta la prescripción que 
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refleja con mayor nitidez la relación dialéctica de la Ley y el deseo, “...por la cual deviene 
deseo de muerte” (p. 104).  
 
Aunque Lacan se refiere a los diez mandamientos en conjunto, en la lección del 23 de 
diciembre de 1959 se detiene particularmente en dos de ellos, extrayendo de cada uno 
una característica que define su “...carácter privilegiado en relación a la estructura de la 
ley” (Ibíd., p. 100). 
 
La primera de estas características de la estructura de la ley sería la eliminación de la 
función de lo imaginario, “...como el principio de la relación con lo simbólico... es decir, 
para decirlo todo, con la palabra” (Ibíd., p. 101). Este aspecto estaría ejemplificado en el 
primero17 de los diez mandamientos: “Yo, el Señor, soy tu Dios... No habrá para ti otros 
dioses delante de mí. No te harás escultura ni imagen alguna ni de lo que hay arriba en 
los cielos, ni de lo que hay abajo en la tierra, ni de lo que hay en las aguas debajo de la 
tierra. No te postrarás ante ellas ni les darás culto” (Ex 20, 2-5). 
 
En el Tú no mentirás –segunda parte del octavo mandamiento, “no darás testimonio falso 
contra tu prójimo” (Ex 20, 16)–, Lacan dice encontrar el reflejo de la condición humana, 
en la medida que la relación del hombre con la Cosa es gobernada por el principio del 
placer, y por cuanto el precepto incluye entonces a la mentira como el deseo 
fundamental. Así, Lacan encuentra en este mandato lo que denomina como la verdadera 
función de la ley, a saber, retirar al sujeto de la enunciación del enunciado de la ley (Cf.: 
Ibíd., pp. 101-2).  
 
A partir de esta estructura sostenida en dos exclusiones, a saber, la eliminación de la 
función de lo imaginario y el retiro del sujeto del enunciado de la ley, el ejercicio 
legislativo no apunta al hallazgo ni al descubrimiento de sus referentes, sino a la creación 
de los mismos (Braunstein, 2004, p. 50). Así, la institución del derecho vigila 
                                                
 
17 Lacan presenta éste como el segundo de los diez mandamientos, pero en realidad sus 
conjeturas se concentran es en la segunda parte del primer mandamiento – Cf., Ex 20, 2-5. El 
segundo mandamiento contiene la prescripción de respetar el nombre de Dios – Cf., Ex 20, 7; Dt 
5, 11.  
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minuciosamente que sus proposiciones sean gramaticalmente correctas y 
argumentativamente no contradictorias con la lógica que los inventa18 (Ibíd.). 
 
Por otra parte, frente a los hechos sociales, los miembros de la institución judicial 
asumen la labor de intérpretes por excelencia –intérpretes de los hechos a la luz del 
referente establecido por los montajes jurídicos–, guardando una estricta coherencia con 
la verdad lógico-gramatical que sustenta al discurso jurídico, garantizando su 
sostenimiento y continuación (Legendre, 1994 [1989], pp. 50 n.11, 124). Así, en los 
dispositivos institucionales para el ejercicio de tal interpretación, el derecho adquiere la 
forma y ocupa el lugar dominante de lo que Lacan denomina más adelante como el 
discurso de la ciencia (Braunstein, 2004, pp. 52 y ss.), en el que como marca o a título de 
la Ley en el lugar siempre velado de la verdad, consigue como producto la exclusión del 
sujeto del deseo.  
 
El resultado de esta estructura que adquiere el discurso jurídico es el sujeto del derecho, 
una ficción “producto del texto jurídico” (Chaumon, 2004, p. 77), neurotizante a la vez que 
norma-lizante y norma-tivizante, es decir, que borra toda diferencia y singularidad para 
pretender manejarla a partir de criterios universalizantes y operaciones formalizadoras 
(Braunstein, 2004, pp. 52 y ss.). 
 
“Dice Lacan en Subversión del sujeto y dialéctica del deseo [sic.] que el 
sujeto del psicoanálisis es el sujeto de la ciencia. Habría que agregar en 
tanto que la ciencia lo excluye [sic]. En efecto, el sujeto de la ciencia es el 
sujeto reducido a un punto inextenso, prescindible, cuantificable, 
previsible, en última instancia, objetivo, siendo la subjetividad la escoria 
que debe eliminarse de toda proposición para que la misma sea aceptable 
como científica. Pues bien, ese sujeto de la ciencia es también el sujeto 
del derecho, un elemento del que se han eliminado todas las variables 
singulares para hacer su igualdad ante la ley, para que sea, del mismo 
modo que cualquier otro sujeto, el objeto de la norma. Ante la ley el sujeto, 
idealmente, debe aparecer como el hombre sin atributos. De la ciencia el 
derecho es la ciencia que dice la verdad última del sujeto. Por ello se 
puede extender la frase de Lacan: el sujeto del psicoanálisis es el sujeto 
del derecho, la persona jurídica cuando tal concepto se aplica a un cuerpo 
humano. (Braunstein, 2006, p. 30). 
                                                
 
18 “La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la constitución y 
la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales” (Constitución Política 
de Colombia, 1991: art. 4).  
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Según la lógica que asume el texto jurídico, Franck Chaumon (2004, p. 77) logra 
reconocer tres modalidades distintas de sujeto del derecho. “Nada permite pretender que 
se trate del mismo sujeto modelado según tres ocurrencias distintas” (Ibíd.):  
 
1. Sujeto propietario: invocado según su capacidad de poseer un bien, el cual se 
define por el goce siempre particular, coyuntural y limitado de un objeto. 
2. Sujeto autor de los actos jurídicos: sujeto con la reputación de tener la potencia 
jurídica de cumplir un acto jurídico, es decir, indicado por la ley. En el derecho 
privado la validez de tales actos se sujeta a la capacidad del autor, mientras que 
en derecho público se refiere a su competencia.  
3. Sujeto responsable: producto del lazo establecido entre hechos (materia de un 
proceso y de un juicio), y el sujeto a quien es posible imputarle la responsabilidad 
de algunos de esos hechos. 
 
Con todo, la incapacidad de la ley para obligar a la pulsión, que permite entrever la 
exigencia de una relación subjetiva con la ley, también apunta a una tensión insalvable 
entre el sujeto del derecho y el sujeto del deseo.  
 
Esto es evidente frente a la expectativa según la cual “toda persona está obligada a 
cumplir…” las interdicciones, prescripciones y sanciones de la ley jurídica, pero es 
preciso señalar que esta tensión se mantiene y se extiende hasta la aspiración de esta 
ley por definir los límites de lo humano a través de un principio de Razón, principio que 
en Occidente se encuentra ligado al paradigma de la modernidad y al montaje cultural 
que separa la objetividad de la subjetividad, por el cual se instituye la conocida división 
entre lo psico- y lo -somático (Legendre, 1994 [1989], pp. 15, 41).  
 
"Sobre el terreno de la represión [sanción], las doctrinas jurídicas gravitan 
alrededor de un principio general, florón de la reflexión medieval…: Actus 
non facit reum nisi mens sit rea, es decir, palabra por palabra: el acto no 
hace al acusado si la mente no es acusada* [sic]. En lengua jurídica 
tenemos aquí una definición sumaria del crimen que supone no solamente 
                                                
 
* Máxima del derecho canadiense, según la misma fuente de la cita.  
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el cumplimiento de un acto material (actus) sino la intención de hacer el 
mal (mens rea).” (Ibíd., p. 17) 
 
Un ejemplo del alcance de este principio de Razón que delimita la definición del sujeto 
humano en el discurso jurídico, se encuentra en el “no ha lugar” del veredicto con que en 
enero de 1981 concluyó el proceso judicial en contra del filósofo francés Louis Althusser, 
por el asesinato de su esposa en medio de una crisis maniaca ocurrida en noviembre del 
año anterior. “El filósofo que sostuvo con tanto rigor la tesis de una 'historia sin sujeto' 
acabaría sus días cautivo de un acto declarado 'sin sujeto' en nombre de la ley” 
(Pommier, 1998, p. 11).  
 
Sin embargo, el posicionamiento de Althusser como sujeto frente a la ley no se calla ante 
el “no ha lugar” de la sentencia judicial, antes bien, se hace sentir en la satisfacción dada 
a sus autoacusaciones a través de un acto de escritura autobiográfica, de forma tal que 
“...las autoacusaciones se acumulan con tanta insistencia que este texto es, en primer 
lugar, el texto de un culpable” (Ibíd., p. 149). 
 
“Puesto que hasta el momento cualquiera ha podido hablar en mi lugar, ya 
que el procedimiento jurídico me ha prohibido toda explicación pública, he 
decidido explicarme públicamente. En principio lo hago para mis amigos y, 
si es posible, para mí: para levantar esta pesada losa sepulcral que reposa 
sobre mí. Sí, para liberarme solo, por mis propios medios, sin el consejo o 
la consulta a quienquiera (…) [sic.] porque es bajo la losa sepulcral del no 
ha lugar, del silencio y de la muerte pública bajo la que me he visto 
obligado a sobrevivir y a aprender a vivir.” (Louis Althusser, El porvernir es 
largo, citado por Pommier, 1998, p. 149) 
 
Así las cosas, tanto el reconocimiento de la relación subjetiva con la ley que se sostiene 
en la incapacidad de ésta para obligar a la pulsión, así como el advenimiento del sujeto 
del derecho a partir de la exclusión del sujeto del inconsciente de la estructura de la ley, 
apuntan a ese margen que se le abre al sujeto para que asuma una posición frente al 
derecho que puede variar en cualquiera de los puntos que haya entre el menos crítico 
asentimiento subjetivo –pues no se puede hablar de un sometimiento total a la norma– y 
el más férreo rechazo y oposición.  
 
Es este mismo margen el que le permitiría al sujeto, parafraseando a Bruno (2005), hacer 
de la ley jurídica un llamado a la justicia. Este llamado se sostiene en el hecho de que la 
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ley no es equivalente a la justicia, pero que, en efecto, sin ley no podría haber justicia, 
pues aquella se propone como su referencia. Una posibilidad de exigir justicia a nombre 
de la ley se ha asociado en la modernidad con la reivindicación de derechos, entendidos 
éstos como otro tipo de montaje jurídico desde el cual el sujeto –el sujeto de derechos–, 
es habilitado jurídicamente para cuestionar la inconsistencia estructural del Otro del 
poder. Así, el sujeto de derechos “...podría muy bien oponerse al derecho. Y, en 
ocasiones, como en el caso de los totalitarismos o de las discriminaciones legalizadas, 
no sólo podría sino que también debería” (Braunstein, 2004, p. 52).  
 
Es preciso tener en cuenta, sin embargo, que pese a que puedan respaldar un 
posicionamiento opuesto o de exigencia de justicia frente a la ley jurídica, los derechos 
no dejan de ser disposiciones legales, por consiguiente, simbólicas, con todo y las 
limitaciones para recubrir lo real del goce pulsional. La justicia transicional ofrece un 
espacio preciso para explorar las tensiones y los malestares alrededor de esta limitación 
en la reivindicación de la justicia, como se aborda en el siguiente capítulo.  
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4. Ley, justicia y una transición sin justicia 
Los aspectos y características de la ley jurídica discernidos hasta aquí han llevado a la 
idea según la cual no puede haber justicia sin ley. El propósito de este capítulo es 
avanzar en la exploración de esta relación ley – justicia, partiendo de una delimitación de 
la noción de justicia desde el espacio en el cual se plantean los interrogantes de esta 
tesis, a saber, la justicia transicional, según sus parámetros normativos internacionales y 
sus desarrollos particulares en la ley colombiana No. 975 de 2005. Luego se pasa a 
examinar la manera como el ejercicio de la ley y la aplicación de justicia en un contexto 
de reivindicación de los Derechos Humanos (DDHH) consiguen realizarla o, por el 
contrario, ponerla en riesgo. 
 
4.1 Violencia política y justicia transicional 
Según la problematización propuesta en el primer capítulo, la justicia transicional se 
debate en una tensión entre, por un lado, la concesión de amnistías a los autores de 
crímenes de violencia política y el olvido de sus acciones, o por el otro,  la aplicación de 
justicia, es decir, la individualización, enjuiciamiento y castigo a los responsables de tales 
atrocidades (Uprimny, et al., 2006, p. 100).  
 
“Se entenderá por Violencia Política aquella ejercida como medio de lucha 
político-social, ya sea con el fin de mantener, modificar, sustituir o destituir 
un modelo de Estado o de sociedad, o también con el fin de destruir o 
reprimir a un grupo humano con identidad dentro de la sociedad por su 
afinidad social, política, gremial, étnica, racial, religiosa, cultural o 
ideológica, esté o no esté organizado.” (Cinep, 2008, p. 6)   
 
Dados los cuestionamientos al orden sociopolítico que, según se presume, están detrás 
de las acciones de violencia política, la justicia transicional se propone, como se señaló 
desde el primer capítulo, la aplicación de profundas transformaciones sociales y políticas 
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que permitan poner fin a estas violentas convulsiones y facilitar la transición a un periodo 
de post-conflicto.  
 
Ahora bien, la aplicación del concepto de violencia política en los marcos normativos, se 
encuentra en las categorías de violaciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) y 
de crímenes contra la humanidad o crímenes de lesa humanidad. El primero se 
desarrolla en los Convenios de Ginebra de 1949 y sus protocolos adicionales, el cual, 
“…por razones humanitarias, trata de limitar los efectos de los conflictos armados. 
Protege a las personas que no participan o que ya no participan en los combates y limita 
los métodos de hacer la guerra” (Cicr, 2004, p.1).  
 
Por su parte, la categoría de crímenes de lesa humanidad es una contribución (Leebaw, 
2011) definida por primera vez en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de 
Nuremberg al final de la Segunda Guerra Mundial en 1945, y su desarrollo más reciente 
se encuentra en el artículo 7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (CPI) 
de 1998, para referirse a “diferentes tipos de actos inhumanos graves” (Abrisketa, 2000) 
cuando reúnen dos requisitos: “… [1] cuando se cometa[n] como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y [2] con conocimiento de dicho 
ataque” (CPI, 1998). Entre tales actos se incluyen:  
 
a) Asesinato.  
b) Exterminio.  
c) Esclavitud.  
d) Deportación o traslado forzoso de población.  
e) Encarcelamiento arbitrario u otra privación grave de la libertad física.   
f) Tortura.  
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización 
forzada o cualquier otra forma de violencia sexual.  
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos 
políticos, raciales, étnicos, culturales, religiosos o de género.  
i) Desaparición forzada.  
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j) El crimen de apartheid, es decir, actos cometidos en el marco de un régimen 
institucionalizado de opresión y dominación sistemática de un grupo racial sobre 
uno o varios y con la intención de mantener ese régimen.  
k) “Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes 
sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o 
física”.  
  
Frente a este tipo de crímenes en el marco de procesos de justicia transicional, la 
Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas definió un Conjunto de 
principios para la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
contra la impunidad (también conocidos como “Principios de Joinet” según el nombre de 
su relator, L. Joinet). Según el número 19 de estos Principios, la justicia es entendida 
como una necesidad para el logro de una reconciliación justa y duradera. Así, la justicia 
como derecho que le corresponde a las víctimas de actos de violencia política, tiene dos 
finalidades: 1) el pronunciamiento judicial –es decir, el veredicto que resulta del 
enjuiciamiento y la aplicación de justicia, según se definió más arriba–, y 2) facilitar el 
perdón, entendiendo éste como un “acto privado… [el cual] supone… que la víctima 
conozca al autor de las violaciones y que éste haya tenido la posibilidad de manifestar su 
arrepentimiento” (Joinet, 1996). 
 
Para el caso colombiano, la ley 975/2005 no se aparta de lo dispuesto en los principios 
Joinet, al definir en su artículo sexto el derecho a la justicia como el deber del Estado 
“…de realizar una investigación efectiva que conduzca a la identificación, captura y 
sanción de las personas responsables por delitos cometidos por los miembros de grupos 
armados al margen de la ley”, además de asegurar a las víctimas de tales delitos el 
acceso a recursos que reparen el daño infligido y de tomar medidas para evitar la 
repetición de estos crímenes.  
 
A partir de lo anterior, el propósito de llegar a la finalización de un conflicto de violencia 
política no implica que la justicia transicional renuncie a la misma aplicación de justicia, 
es decir, la individualización y el castigo de quienes han transgredido la ley. Se puede 
entonces asumir que la justicia –así sin “apellidos”–, consiste primeramente en la 
aplicación de la ley jurídica con respecto a una transgresión, es decir, cuando se ha 
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cometido una falta contra la misma ley, con el propósito de restablecer (o al menos de 
facilitar la recuperación de) el tejido y/o los lazos sociales afectados por dicha falta. Esta 
es una arista desde donde puede entenderse la propuesta de Bruno (2005) citada al final 
del capítulo anterior, según la cual el sujeto puede hacer desde la ley jurídica un llamado 
a la justicia, de modo tal que, como se dijo anteriormente, no hay justicia sin ley.   
 
Sin embargo, ya sabemos que el psicoanálisis introduce una variable fundamental: la de 
la relación subjetiva con la ley, lo cual impide pensar las cosas en una relación directa 
entre “aplicación de la ley, entonces justicia”, pues, además, el llamado a la justicia no es 
equivalente a la aplicación de justicia. En el primer capítulo ya se citó la advertencia 
hecha por Lacan (2008 [1970]), acerca del hábito de ambigüedad que recubre al 
derecho, la “ley articulada”,  “…al autorizarse en la justicia” (p. 45), lo cual impediría ver 
que ciertamente hay una diferencia entre la una y la otra. ¿Cuál es y en qué radica tal 
diferencia, si al invocar la justicia se hace alusión, casi que inmediata, a la ley jurídica? 
  
4.2 Hacia una noción de justicia desde el psicoanálisis 
Antes de seguir la línea trazada por Lacan, retomemos los planteamientos de Freud 
(2007 [1930]), quien en El malestar en la cultura también marca una distinción entre el 
derecho y la justicia, considerando, como se citó en el primer capítulo, que en el marco 
del intento de regular los vínculos humanos una vez cometido el parricidio primordial e 
instaurado el lazo entre hermanos como acuerdo social, el requisito del derecho es 
fundamental en la medida en que supone la sustitución del poder del individuo por el de 
la comunidad. Pero el asunto no se limita a eso, pues la justicia se agrega a título de 
segundo requisito para asegurar ese dominio de la comunidad. Así, la justicia se torna en 
un requisito cultural adicional pero decisivo que asegura que el orden jurídico establecido 
no se quebrantará, dicho en otros términos, para garantizar que todos sin excepción se 
sometan a la renuncia de la satisfacción pulsional que dicho orden jurídico habrá 
establecido, y que será aplicado a todos por igual. De este modo podría decirse que 
Freud equipara la justicia con la aplicación imparcial y universal del derecho, y la 
considera al mismo tiempo producto y fundamento de la cultura. La justicia supone así a 
la ley y, de hecho, sin ley no hay justicia, como ha sido señalado.  
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No obstante, como lo advierte Freud en la cita que se incluye a continuación, aunque la 
justicia suponga la ley, ello no compromete el valor ético del ordenamiento jurídico en 
cuestión, antes bien, de lo que se trata es de su aplicabilidad a todos:  
 
“[…]la justicia, o sea, la seguridad de que el orden jurídico ya establecido 
no se quebrantará para favorecer a un individuo. Entiéndase que ello no 
decide sobre el valor ético de un derecho semejante. Desde este punto, el 
desarrollo cultural parece dirigirse a procurar que ese derecho deje de ser 
expresión de la voluntad de una comunidad restringida –casta, estrato de 
la población, etnia– que respecto de otras masas, acaso más vastas, 
volviera a comportarse como lo haría un individuo violento… 
“La libertad individual no es un patrimonio de la cultura. Fue máxima antes 
de toda cultura… Por obra del desarrollo cultural experimenta limitaciones, 
y la justicia exige que nadie escape a ellas.” (Freud, 2007 [1930], p. 94 – 
énfasis añadido) 
 
Freud ya había hecho antes una asociación similar entre justicia y la aplicación universal 
de la ley. En 1921, en Psicología de las masas y análisis del yo, presenta a la justicia 
como una primera exigencia para el ordenamiento de los lazos en la comunidad. Los 
conflictos entre los hermanos de la familia, así como los que emergen en los primeros 
años de escuela, apuntan a que los reclamos de justicia aparecen ya desde cuando al 
niño se le exigen renuncias, las cuales él termina por aceptar siempre y cuando apliquen 
para todos. De hecho, Freud piensa que ese estado de cosas que se manifiesta en las 
querellas entre hermanos –en correspondencia directa con Tótem y Tabú–, se edifica 
sobre la base de la hostilidad infantil por el acceso a la madre –o a su sustituto– como 
objeto del deseo. La envidia primitiva de los menores frente a quien eventualmente 
pueda tener un privilegio –envidia que recupera su vigencia entre los adultos que 
conforman una masa–, lleva a los miembros del grupo o colectivo a reclamar, a modo de 
justicia, que a todos se les niegue de la misma manera el acceso al codiciado objeto o, 
en su defecto, que se castigue a quien haya osado llegar hasta lo que el resto no accedió 
–ya sea porque se les negó, o porque observaron la renuncia que se les exigió –. Así, la 
prohibición debe aplicarse por igual para todos o, de lo contrario, se exacerba la envidia y 
la rivalidad.     
 
“Sabido es con qué fuerza y qué solidaridad se manifiesta en la escuela 
esta reivindicación. Ya que uno mismo no puede ser el preferido, por lo 
menos, que nadie lo sea. 
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“(…) Todas aquellas manifestaciones de este orden, que luego 
encontramos en la sociedad, así, el compañerismo, el espíritu de cuerpo, 
etc., se derivan también, incontestablemente, de la envidia primitiva. Nadie 
debe querer sobresalir; todos deben ser y obtener lo mismo. La justicia 
social significa que nos rehusamos a nosotros mismos muchas cosas, 
para que también los demás tengan que renunciar a ellas, o lo que es lo 
mismo, no puedan reclamarlas.” (Freud, 2008 [1921])  
 
Freud le otorga a este asunto un inesperado valor al agregar, a renglón seguido, que la 
exigencia de igualdad “…es la raíz de la conciencia moral social y del sentimiento del 
deber” (Ibíd.). Para ilustrar su posición, Freud presenta a manera de ejemplo la “angustia 
de infección” de los enfermos de sífilis, angustia que proviene de su lucha contra el 
deseo inconsciente de propagar su infección a los demás, como si renegaran de que sólo 
ellos, por estar infectados, tuvieran que sustraerse a ciertos placeres mientras que los 
demás no tienen por qué someterse a una restricción tal. Otro ejemplo que cita es el 
relato bíblico de la querella que eleva ante el rey Salomón la mujer que, habiendo muerto 
su hijo, reclama que la otra tampoco pueda conservar al suyo.  
 
Sobre la base de la renuncia individual a la satisfacción pulsional que exige la formación 
del colectivo, el énfasis de la justicia, en el sentido que Freud le atribuye, está tanto en la 
repartición de bienes –pues a nadie se le reconoce que tenga derecho de acceder al 
objeto que (a) uno mismo se (le) niega–, como en las negativas y la imposición de 
renuncias a ciertos goces proscritos. 
 
Así, cuando Freud sostiene que nada habla en favor del valor ético del derecho, y al 
respecto propone que, al fin de cuentas, la justicia social no significa más que el 
renunciamiento al acceso al objeto para que también los otros tengan que renunciar a él, 
se entiende cómo de lo que se trata para cada uno no es del bien del otro, sino el mal. A 
manera de ejemplo, bien conocida es la reflexión de Freud alrededor del mandamiento 
de la cultura de “amar al prójimo como a sí mismo”:   
 
“Y si considero mejor las cosas, hallo todavía otras dificultades. No es sólo 
que ese extraño es, en general, indigno de amor; tengo que confesar 
honradamente que se hace más acreedor a mi hostilidad, y aun a mi odio. 
No parece albergar el más mínimo amor hacia mi, no me tiene el menor 
miramiento. Si puede extraer alguna ventaja, no tiene reparo alguno en 
perjudicarme, y ni siquiera se pregunta si la magnitud de su beneficio 
guarda proporción con el daño que me infiere. Más todavía: ni hace falta 
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que ello le reporte utilidad; con que sólo satisfaga su placer, no se priva de 
burlarse de mi, de ultrajarme, calumniarme, exhibirme su poder,  y 
mientras más seguro se siente él y más desvalido me encuentre yo, con 
certeza tanto mayor puedo esperar ese comportamiento suyo hacia mi”. 
(Freud, 2007 [1930], p. 95) 
 
En este orden de ideas, la justicia consiste en la confirmación de las transgresiones al 
límite socialmente establecido para el beneficio del objeto, es decir, al límite al goce 
prescrito para todos según la ley. Confirmación en el sentido de que la justicia y sus 
mecanismos entran a operar en el momento en que dicho límite ha sido transgredido –o 
hay sospechas de ello–. Así, lo que hay detrás de la pregunta por si se hizo justicia en un 
determinado caso, es el interrogante de si se ha confirmado o no el cumplimiento del 
límite al goce previamente establecido por la ley y, en caso de comprobarse su 
trasgresión, si se ha sancionado de tal forma que sea confirmado el límite en sí mismo y 
su ponderación en el marco de las disposiciones normativas.   
 
Al pensar a la justicia como confirmación de las trangresiones al límite al goce según la 
ley, la tensión que caracteriza a la justicia transicional entre la absolución y el castigo a 
los responsables de violencia política se puede plantear de otra manera: ¿Hasta qué 
punto la justicia transicional consigue sancionar las trangresiones confirmadas a los 
límites al goce y logra, al mismo tiempo, una reconciliación de las partes en conflicto con 
base en compromisos de llevar a cabo profundas transformaciones políticas y sociales? 
En otras palabras, la justicia transicional buscaría confirmar las transgresiones a los 
límites al goce en el escenario de violencia política, para interrogar sobre la sancion 
requerida.  
 
Algunas ideas preliminares pueden situarse frente a este interrogante y a la relación 
entre la justicia transicional y el conflicto alrededor del cual se plantea. Por una parte, 
dicha relación apunta a la necesidad de que la aplicación de la justicia se haga sin perder 
de vista las condiciones históricas, sociopolíticas y culturales que rodean al goce y su 
regulación, es decir, a la ley. En otras palabras, lo que se pone en cuestión es la vigencia 
y la pertinencia de la ley.  
 
“No parece posible impulsar a los seres humanos, mediante algún tipo de 
influjo, a trasmudar su naturaleza en la de una termita: defenderá siempre 
su demanda de libertad individual en contra de la voluntad de la masa. 
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Buena parte de la brega de la humanidad gira en torno de una tarea: hallar 
un equilibrio acorde a fines, vale decir, dispensador de felicidad, entre esas 
demandas individuales y las exigencias culturales de la masa; y uno de los 
problemas que atañen a su destino es saber si mediante determinada 
configuración cultural ese equilibrio puede alcanzarse o si el conflicto es 
insalvable.” (Freud, 2007 [1930], p. 94) 
  
La exploración de la justicia transicional, a la luz de reflexión de Freud, puede avanzar 
aún más para señalar que el desconocimiento de ese carácter histórico y cultural de la 
ley, así como de la tensión estructural entre las aspiraciones del individuo y las 
exigencias culturales, lleva a propiciar el imperio de la ley tiránica y totalitaria, sostenida 
en un legalismo ideológico (Leebaw, 2011), el cual, con todo y el absolutismo que 
caracteriza a una ideología (Zuleta, 1985(¿?)), rechaza todo lo que concierne a la 
relación del sujeto con el deseo, desconoce su posicionamiento respecto a la ley y se 
limita a predeterminar una mera relación de derechos y deberes con respecto a una 
autoridad legitimada en su propia ley.  
 
“En lo concerniente a aquello de lo que se trata, a saber, lo que se relaciona 
con el deseo, con sus arreos y su desasosiego, la posición del poder, 
cualquiera sea, en toda circunstancia, en toda incidencia, histórica o no, 
siempre fue la misma.  
“¿Qué proclama Alejandro llegando a Persépolis al igual que Hitler llegando 
a París? Poco importa el preámbulo – He venido a liberarlos de esto o de 
aquello. Lo esencial es lo siguiente – Continúen trabajando. Que el trabajo 
no se detenga. Lo que quiere decir – Que quede bien claro que en caso 
alguno es una ocasión para manifestar el más mínimo deseo” (Lacan, 1988 
[1960], pp. 374-5). 
 
Lo anterior lleva también a pensar entonces que la justicia, contrario a quienes quisieran 
ver en ella la máxima de la neutralidad, por el contrario, es profundamente política –en el 
sentido de la dinámica del poder político (the political), no de las vicisitudes de la arena 
política (politics, o quizás “politiquería”)–,y la justicia transicional apunta directamente a 
ello: es la más clara y a la vez conflictiva evidencia de su carácter político. La investidura 
de quien aplica justicia debe regirse según la manera como los intereses del colectivo 
han delimitado la ley, mientras que en el marco de la justicia transicional, como se 
explora a continuación, tal investidura estaría sujeta a los intereses y a los acuerdos a los 
que lleguen las partes en conflicto.  
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4.3 El caso de la justicia transicional 
La pregunta que ocupa a la justicia transicional es aquella que indaga por el equilibrio 
entre los castigos a la transgresión y los esfuerzos por favorecer un “ulterior desarrollo de 
la cultura”, en la medida que, siguiendo a Freud (2008 [1932]) en su correspondencia con 
Albert Einstein acerca de la prevención de la guerra, “todo lo que promueva el desarrollo 
de la cultura trabaja también contra la guerra”.  
 
Se podría afirmar que la justicia transicional, sobre la base de confirmar algunos de los 
límites al goce según la ley, y de establecer nuevas regulaciones al goce mediante la ley, 
discute sobre qué privilegia: si el castigo a las transgresiones que confirma o el indulto, y 
las formas de hacerlo. De esta manera, según como se organice la ley, aún se preserva 
alguna forma de justicia frente a las exacerbaciones del goce de la violencia política, a la 
vez que adquiere compromisos para llevar a cabo transformaciones políticas y sociales 
de fondo que conlleven a la superación de la violencia en la que desbordó el conflicto. 
Así las cosas, una nueva cuestión aparece de frente a la justicia transicional: ¿cuáles son 
las transgresiones que ésta debiera castigar, qué tipo de castigos debiera aplicar, y qué 
crímenes podría “indultar”?  
 
La pregunta, por supuesto, no es nueva, y una de las respuestas que mayor resonancia 
ha tenido, como se mostró más arriba en este mismo capítulo, es la definición de los 
crímenes de lesa humanidad, una elaboración del Tribunal Militar Internacional de 
Nuremberg que suele mirarse como un precedente inmediato y decisivo para lo que 
pocos años después se dio a conocer como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (DDHH).  
 
En Colombia por su parte, la Ley 975 o de Justicia y Paz, que orientó el proceso de 
justicia transicional en el país desde 2005 hasta 2012, recogió los preceptos del Estatuto 
de Roma y del Derecho Internacional de los DDHH, al señalar con particular énfasis en 
sus artículos 10 (Requisitos de elegibilidad para la desmovilización colectiva), 11 
(Requisitos de elegibilidad para la desmovilización individual), 25 (Hechos conocidos con 
posterioridad a la sentencia o indulto), y 70 (Rebaja de penas), la exclusión de beneficios 
o el juzgamiento más severo a quienes hayan cometido delitos contra la libertad, contra 
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la integridad y la formación sexual –especialmente de menores de edad–, crímenes de 
lesa humanidad, enriquecimiento ilícito y narcotráfico.   
 
De éstos, el gobierno colombiano en turno no mostró mayor celeridad y severidad con 
ningún otro delito como lo hizo con el de narcotráfico, según dio a entender con la 
inmediata terminación de los beneficios de la ley de Justicia y Paz a los comandantes 
paramilitares de las AUC y su inminente extradición a los Estados Unidos de América, 
bajo los cargos de narcotráfico. Este giro en el proceso nos es útil para ejempificar ya no 
el carácter político de la justicia, sino su vulnerabilidad a lo que antes nos referimos como 
“las vicisitudes de la arena política” –politics en inglés, o la “politiquería” como el término 
más próximo que encuentro para ello en español–. La excención de la extradición se 
contempló específicamente como parte de la negociación con el grupo paramilitar, y ésta 
se levantó cuando los comandantes en cuestión involucran a miembros de las más altas 
élites políticas y económicas del país, incluyendo al mismo Presidente de la República, 
Álvaro Uribe Vélez. El desconcierto frente a la ruptura de lo que había sido inicialmente 
pactado llevó a uno de los comandantes paramilitares en proceso de desmovilización a 
afirmar: “Nos quieren extraditar cuando empezamos a hablar de políticos, militares y 
empresarios”.19 El costo de la aplicación de justicia sobre la transgresión representada en 
el narcotráfico, implicó la impunidad alrededor de crímenes que resultaban de mayor 
relevancia para el conflicto alrededor se plantearon los esquemas de justicia transicional 
en Colombia. Así las cosas, la pregunta que queda es: “¿qué ocurre con el pacto cuando 
no hay quien garantice la legitimidad para hacerlo respetar?” (Castro & Díaz, 1997, p. 
93). Incluso, queda en entredicho la legtimidad tanto de quien se supone debiera ser 
garante del pacto, por cuando pareciera que éste no fue celebrado por dos partes en 
conflicto, sino quizás del mismo lado. Las implicaciones de ello las veremos más 
adelante cuando hablemos de la “impunidad legislada”.  
 
Al margen de la amplia discusión política que estas extradiciones siguen suscitando en 
Colombia, la aplicación de justicia por el delito de narcotráfico a la par o incluso con 
mayor rigor que por crímenes contra la vida o contra la humanidad, evidencia de una 
                                                
 
19 “Nos quieren extraditar cuando empezamos a hablar de políticos, militares y empresarios”, 
declaraciones de Fredy Rendón Herrera para la Revista Semana, y presentadas en el portal 
www.verdadabierta.com. Publicación: Mayo de 2009; recuperado en Octubre de 2010.  
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manera directa a la vez que irónica que la justicia consiste en la confirmación de las 
transgresiones al límite al beneficio del objeto cuando se ha ido más allá de lo permitido 
para todos, como se señaló más arriba. Irónica, pues el narcotráfico y su propósito de 
enriquecimiento ilícito no es efectivamente un medio de lucha político-social para la 
modificación o sustitución del Estado según la definición de violencia política presentada 
anteriormente, pero la relevancia que le otorga la ley ubica dicha trangresión y su 
ponderación por encima de la importancia debida a las víctimas de la violencia política. 
En otras palabras, traficar droga según este proceder, sería tan o más grave que el uso 
sistemático del asesinato, la tortura, la esclavitud, la violencia sexual, y todos los otros 
actos definidos como crímenes de lesa humanidad. 
 
Por otra parte, la reivindicación de la justicia para la sanción de este tipo de crímenes, en 
cuanto transgresiones a los DDHH, se ha constituido en una difícil labor para las 
víctimas, que en muchas ocasiones las expone a nuevas situaciones de victimización y 
que ha cobrado la vida de otros líderes de base y de miembros de organizaciones 
solidarias con sus reclamos, pero que a la larga tales costos han conseguido ciertos 
avances. La misma inclusión de medidas para la verdad, la justicia y la reparación dentro 
de la ley transicional de Justicia y Paz hace parte de este tipo de logros, como se señaló 
en el primer capítulo. La reivindicación de los DDHH ha conseguido la codificación en la 
ley jurídica de principios fundamentales para la protección de la vida y del vínculo social, 
habilitando una posición desde la que es posible cuestionar y poner límite los excesos del 
Otro del poder político, económico y militar. La constitución de organizaciones no 
gubernamentales para la defensa de los DDHH, así como de organismos nacionales e 
internacionales, tales como la Corte Penal Internacional (CPI) y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Cidh), entre otros, ha conseguido elevar la voz en nombre de 
quienes han sido silenciados, para denunciar, advertir y/o exigir el castigo y el control del 
poder militar y su connivencia con el poder político y el crimen sistemático, así como para 
exigir la restitución moral y material de sus víctimas.    
 
Así, el trabajo alrededor de los DDHH ha conseguido importantes compromisos para 
adelantar transformaciones políticas y sociales que, a pesar de todo, aun aparecen como 
insuficientes para alcanzar ese “ulterior desarrollo de la cultura” que le ponga fin a la 
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violencia y a la guerra y, antes bien, representan un cierto riesgo de alejar a la justicia 
transicional de este propósito.  
 
La aplicación de justicia partir de los DDHH hace un particular énfasis en la 
individualización de responsabilidades por los crímenes contra la vida, la libertad y la 
integridad, y por ello mismo sobre las experiencias individuales de víctimas y 
perpetradores, mientras que las discusiones alrededor de las transformaciones políticas y 
sociales necesarias para la superación de la violencia del conflicto son llevadas a círculos 
que están por fuera de los ámbitos de poder que tendrían la competencia de asumir tales 
compromisos. Parafraseando la cita de Agamben incluida en el primer capítulo de esta 
tesis, el énfasis alrededor de los DDHH limita la indagación de la justicia transicional a 
cómo fue posible que se cometieran delitos tan atroces, mientras que la pesquisa 
alrededor de los procedimientos jurídicos y los dispositivos políticos que hicieron posible 
llegar a tales extremos es silenciada o excluida -¿debiéramos decir, quizás, 
“extraditada”?–. 
 
Este desconocimiento de la relación entre la justicia transicional y la dinámica del poder 
político –the political–, es lo que desde la ciencia política es leído como una 
despolitización de la justicia transicional. Tal despolitización debe entenderse en términos 
de la lectura de los crímenes, su enjuiciamiento y sanción como si fuesen aislados de las 
circunstancias e implicaciones del poder político que le rodean, antes que como una 
asepsia política de la justicia pues, como ya se mencionó, la justicia transicional 
evidencia con particular fuerza ese carácter político de la justicia. El efecto de esta 
despolitización es la producción de un nuevo legalismo ideológico: el legalismo de los 
DDHH (Leebaw, 2011), según el cual el seguimiento a las disposiciones del Derecho 
Internacional de los DDHH optimiza los procesos jurídicos al evitar la influencia de 
intereses políticos en juego que pondrían en entredicho tanto la pretendida neutralidad de 
la justicia, como las garantías del debido proceso para los acusados. Así las cosas, la 
problemática de la violencia política pasa a ser entendida principalmente como un 
problema de impunidad, y la aplicación de justicia en los procesos de justicia transicional 
se concentra en las formas más explícitas y atroces de los delitos contra la vida, la 
libertad y la integridad personales, sancionados por el derecho penal criminal, 
excluyendo, como se dijo, la discusión y las decisiones pertinentes para llevar a cabo las 
sanciones y transformaciones políticas pertienentes.  
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“El legalismo de los derechos humanos se basa en la idea de que un 
‘deber de enjuiciamiento’ está por encima de cualquier otra consideración 
política o moral que aparezca en el contexto de las transiciones políticas. 
Sin embargo, ha promovido una visión estrecha de la justicia que equivale 
a lo que es en gran medida una afirmación simbólica de la ley [jurídica] en 
respuesta únicamente a las formas más extremas de violencia física.” 
(Leebaw, 2011, p. 56 – traducción propia)  
 
De esta forma, prescindiendo de la dimensión política que le corresponde a la justicia 
transicional, entra en operación una separación radical entre lo político y lo humanitario, 
en donde la vida humana adquiere un cariz insacrificable, pero a la vez se vuelve objeto 
de ayuda y protección sólo en el punto en que es vulnerable en extremo a la vejación y a 
la muerte en manos de cualquiera: la vida sagrada, según Agamben (1998). Es debido a 
esta limitada comprensión que las organizaciones humanitarias y sus mandatos 
“…mantienen, a pesar suyo, una secreta solidaridad con las fuerzas a las que tendrían 
que combatir” (Ibíd., p. 169).  
 
En un sentido similar, un proceso de justicia transicional que limite sus aspiraciones 
frente a la violencia política a la firma de unos acuerdos humanitarios con los actores de 
violencia política –como el proceso regulado por la Ley 975/2005 en Colombia, arts. 60 y 
61–, se va a encontrar con los mismos obstáculos y va a reproducir la misma “secreta 
solidaridad con las fuerzas oscuras” que se benefician de la violencia política – otra forma 
de leer lo que Uprimny y su equipo (2006) plantean como “justicia transicional sin 
transición”.  
  
Sin embargo, al avanzar en la reflexión alrededor de los DDHH se encuentra que esa 
despolitización, que se sostiene en la separación entre lo humanitario y lo político, no 
atañe exclusivamente a los procesos de justicia transicional, sino que está contenida en 
los DDHH en sí mismos: su privilegio del individuo implica un despojo del vínculo 
fundante de la vida humana en el Otro, lo que conlleva a la despolitización de la vida 
misma. 
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4.4 El sujeto de derechos y la destitución del Otro 
Agamben (1988) señala que, a partir de la transición del Antiguo Régimen a la 
Modernidad, el Estado le otorgó a cada uno de sus miembros la atribución de “portadores 
de soberanía”, marcando así el tránsito del súbdito al de ciudadano de derechos. En otra 
palabras, el sujeto dejó de ser propiedad del Otro de la soberanía real de origen divino, 
para pasar a disponer de sí mismo. Este tránsito no pasó desapercibido para Lacan, 
quien discierne en la posibilidad del sujeto de disponer de sí mismo, su derecho de privar 
a los demás de sus bienes y sus consecuencias. 
 
“El dominio del bien es el nacimiento del poder. La noción de la disposición 
del bien es esencial y si se la pone en primer plano, se aclara toda la 
reivindicación del hombre, en cierto punto de su historia, una vez que ha 
llegado a disponer de sí mismo. 
“No soy yo, sino Freud, quien se encarga de desenmarcarar qué quiere 
decir esto en la efectividad histórica. Disponer de sus bienes, todos saben 
que esto se acompaña de cierto desorden, que muestra suficientemente 
su verdadera naturaleza – disponer de sus bienes, es el derecho de privar 
a otros de ellos.” (Lacan, 1988 [1960], p. 276) 
 
Lacan retoma la diferencia de la privación con respecto a la frustración y a la castración, 
para señalar que el poder que se desprende del derecho del sujeto a privar a los demás 
de sus bienes engendra una dialéctica de donde surge el otro, pero no el Otro simbólico 
de la inscripción significante, sino el otro imaginario y privador, el semejante, cuya 
imagen es con la que el sujeto rivaliza y sobre la que constituye su yo (Ibíd.). Esta misma 
imagen del otro-semejante es, para Lacan, el fundamento de la igualdad sobre la que se 
formulan los DDHH – y por ende, el humanitarismo.  
 
“¿Frente a qué retrocedemos? Frente al atentar contra la imagen del otro, 
porque es la imagen sobre la cual nos hemos formado como yo. Aquí 
reside la potencia convincente del altruismo. También, la potencia 
uniformante de cierta ley de igualdad… Denominador común sin duda del 
respeto de ciertos derechos a los que se llama, no sé por qué, 
elementales, pero que pueden asumir igualmente la forma de excluir de 
sus límites y, asimismo, de su protección, todo lo que no puede integrarse 
en sus registros.” (Ibíd., p. 236) 
 
En este orden de ideas, el concepto de sujeto de derechos puede problematizarse más 
allá de su titulación como “soberano de sí mismo” –sentido con el que se suele aplicar en 
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una amplia literatura de DDHH y en en programas de cooperación y ayuda humanitaria–, 
o como contraparte al sujeto del derecho con el que Braunstein (2004) supone una 
escición en dos del cuerpo de la persona jurídica a partir de la aplicación de la ley. La 
reflexión lacaniana apunta a que el sujeto de derechos se entienda como el significante 
de la imagen del otro-semejante, capaz de privar a los otros de sí mismo y de sus bienes, 
y que sustenta la noción de igualdad sobre la que erigen los DDHH.  
 
Así, con los DDHH este sujeto de derechos desplaza al Otro simbólico, el del Ideal –Dios, 
la Causa–, alrededor del cual se congregaban las agrupaciones y las masas en el sentido 
que expusiera Freud (2008 [1921]) en Psicología de las masas y análisis del yo. El sujeto 
de derechos, en tanto imagen del otro-semejante, contrasta con la referencia al Otro-
Prójimo sobre el que la tradición judeocristiana afirmó el vínculo indentitario del hombre 
con Dios: “Y creó Dios al hombre a su imagen; a su imagen Dios lo creó” (Gn 1, 27). “Uno 
no se desembaraza de este enunciado –sostiene Lacan (1988 [1960])– respondiendo 
que el hombre, sin duda, se lo devolvió a Dios” (p. 237). A juicio de Lacan, tal enunciado 
es “del mismo material” del de la prohibición de hacer esculturas de Dios y rendirles 
culto20 –el primero de los mandamientos del Decálogo mosaico–, a lo que agrega que, “Si 
esta interdicción tiene un sentido, es el de que las imágenes son engañosas” (Ibíd.).  
 
A partir de esta destitución del Otro por el sujeto de derechos, Slavoj Žižek (2004) 
asevera que los DDHH se constituyen en una trasgresión autorizada del Decálogo 
mosaico, el mismo del que según lo expuesto en el capítulo anterior, Lacan dedujo la 
estructura de la ley jurídica y llegó a la conclusión de que estaría destinado a preservar la 
interdicción del incesto en tanto condición sine qua non para la subsistencia de la 
palabra.   
 
“Es decir, dentro de nuestra sociedad post-política liberal-permisiva, los 
derechos humanos son en última instancia, en su interior, simplemente 
derechos para violar los Diez Mandamientos. ‘El derecho a la privacidad’ – 
el derecho al adulterio, hecho en secreto, cuando nadie me ve o tiene el 
derecho a indagar en mi vida. ‘El derecho a buscar la felicidad y a la 
                                                
 
20 Ex 20, 2-5. Recuérdese que en el anterior capítulo se hizo referencia a la deducción de Lacan, a 
partir de este mismo mandamiento, de la eliminación de lo imaginario como primera característica 
de la estructura de la ley.  
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propiedad privada’ – el derecho a robar (a explotar a otros). ‘Libertad de 
prensa y de expresión’ – el derecho a mentir. ‘El derecho de los 
ciudadanos libres a portar armas’ – el derecho a matar. Y, en últimas, 
‘libertad de culto’- el derecho a adorar falsos dioses”. (2004, p. 386 – 
traducción propia) 
 
De lo anterior es posible entrever dos consecuencias. Por una parte, la autorización a 
“transgredir el Decálogo” a partir de los DDHH pone en juego la subjetivación de la 
renuncia del sujeto al goce de la madre –implicada en la interdicción del incesto–, y a 
partir de la cual la ley apunta a la regulación del goce. Ello conlleva a una fragmentación 
de la noción de culpabilidad y de su enunciado en las construcciones jurídicas, “Pero el 
precio a pagar por el autoservicio normativo prometido por los ideales gestionarios que 
promueven la des-metaforización de la Ley es pesado: un nuevo tipo de 
deshumanización aparece. Los nuevos homicidas son criminales sin culpabilidad y, sin 
embargo, no son locos…” (Legendre, 1994 [1989], pp. 50-1). 
 
Por otra parte, el despojo del vínculo fundante de la vida humana en el Otro y su 
sustitución por el sujeto de los derechos, da paso a una ciudadanía que se define a partir 
de “…la inscripción primaria de la vida en el orden estatal” (Agamben, 1998, pp. 163-4). Y 
es esta inscripción la que se encuentra a la base de la biopolítica, concepto con el que 
Michel Foucault (1998 [1976]) se refiere al reemplazo del viejo derecho del Soberano de 
hacer morir o dejar vivir, “…por el poder de hacer vivir o de rechazar hacia la muerte 
[sic.]” (p. 83). 
 
“Durante milenios –agrega Foucault– el hombre siguió siendo lo que era para Aristóteles: 
un animal viviente y además capaz de una existencia política; el hombre moderno es un 
animal en cuya política está puesta en entredicho su vida de ser viviente” (Ibíd., p. 85). 
Entretanto, puesta en entredicho su atribución de regulación del goce, la ley jurídica y la 
aplicación de justicia asumen una ponderación del valor y la utilidad de la distribución de 
“lo viviente”.  
 
“La ley se refiere siempre a la espada. Pero un poder que tiene como 
tarea tomar la vida a su cargo necesita mecanismos continuos, 
reguladores y correctivos. Ya no se trata de hacer jugar a la muerte en el 
campo de la soberanía, sino de distribuir lo viviente en un dominio de 
valor y de utilidad. Un poder semejante debe calificar, medir, apreciar y 
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jerarquizar, más que manifestarse en su brillo asesino; no tiene que 
trazar la línea que separa a los súbditos obedientes de los enemigos del 
soberano; realiza distribuciones en torno a la norma. No quiero decir que 
la ley se borre ni que las instituciones de justicia tiendan a desaparecer, 
sino que la ley funciona siempre más como una norma, y que la 
institución judicial se integra cada vez más en un continuum [sic] de 
aparatos (médicos, administrativos, etc.) cuyas funciones son sobre todo 
reguladoras. (Ibíd., p. 86). 
 
De este modo se puede seguir a Žižek (2004) cuando afirma que el denominador común 
a la exigencia de respeto a la vulnerabilidad del otro y sus DDHH, y a la reducción de ese 
otro a un mero viviente regulado por un saber burocrático (biopolítica), es su 
fundamentación en el rechazo al Otro de las Grandes Causas, sobre el que se sostiene 
“la noción de que el último propósito de nuestras vidas es la vida en sí misma” (p. 400) –
en tanto derecho fundamental, vida sagrada–. Así, los DDHH, desde su formulación, 
contienen en sí mismos la línea que separa a lo humanitario de lo político, con todo y las 
consecuencias que ya se han señalado para la vida sagrada, “la vida a quien cualquiera 
puede dar muerte pero que es a la vez insacrificable [sic.]” (Agamben, 1998, p. 18).  
 
La reflexión alrededor de la despolitización de la justicia –en tanto desconocimiento de la 
articulación de la justicia con la dinámica del poder político–, y de la justicia transicional 
en particular a partir del legalismo de los DDHH, no debe llevar a subestimar la 
importancia de acabar con la impunidad sobre los crímenes de lesa humanidad. Por el 
contrario, la impunidad ahora puede ser leída como otro de los efectos más evidentes de 
tal despolitización, y por consiguiente uno de los problemas más importantes asociados a 
la violencia política y la transición hacia su finalización. Como señala Lacan (2008 
[1956]), “Toda sociedad, en fin, manifiesta la relación entre el crimen y la ley a través de 
castigos…”. Y más adelante añade: “la responsabilidad, es decir, el castigo…”, con lo 
que enfatiza en la importancia de que todo crimen sea castigado.   
 
El asunto está, como lo advierte Agamben (2000), en “…que el derecho no albergue la 
pretensión de agotar el problema” (p. 16). Leebaw (2011) señala que el cuestionamiento 
radica en la manera como el legalismo de los DDHH es empleado como marco para el 
análisis y la conmemoración de la violencia política (p. 16). Por ello, la autora sugiere que 
para ir más allá de estas limitaciones, “…es importante recuperar, defender y evaluar el 
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papel del juicio político en la justicia transicional”  (p. 19).  Por su parte, el aporte de esta 
tesis al respecto consiste en recuperar y replantear la pregunta por cuáles son las 
protuberancias de goce en la violencia política cuyos límites la justicia transicional 
debiera confirmar, y la insuficiencia de los DDHH como criterio único a partir del cual se 
definan tales límites. La propuesta de Leebaw alrededor del papel del juicio político en la 
justicia transicional puede llevar a que se proporcione una respuesta a este respecto, al 
menos en la medida que busque superar la despolitización de la vida y separación de lo 
humanitario y lo político. 
 
A pesar de esta división, son las reivindicaciones de DDHH las que han conseguido 
llamar la atención de los Estados para dar mayor consistencia y coherencia a los 
procesos de justicia transicional. El caso tipo presentado en el primer capítulo ejemplifica 
la manera como, desde este marco, las exigencias de lucha contra la impunidad fueron 
las que presionaron al Estado colombiano para que el proceso de desmovilización del 
grupo paramilitar de las AUC no pasara por alto alguna forma de aplicación de justicia.  
 
Al pensar la impunidad como la situación que se genera cuando el reconocimiento social 
de un crimen no llega a producirse y a continuarse con la punición a sus actores, es 
preciso que esta reflexión llegue hasta la manera en que los castigos validan la 
confirmación que hace la justicia del límite del goce prescrito según la ley.  
 
4.5 El peso de la ley 
Como se señaló en el segundo capítulo, a diferencia de la castración como Ley de 
estructura, las leyes jurídicas son susceptibles de ser transgredidas. Por consiguiente, se 
requiere la implementación de acciones y mecanismos de coerción para asegurar su 
cumplimiento, así como para sancionar y disuadir su transgresión (Zuleta, 2007 [1986]): 
este es el propósito de los sistemas penales.  
 
Freud (2007 [1913]) consideró a los tabúes como los primeros sistemas penales, cuya 
potencia punitiva radicaba en la conciencia de culpa entre los adeptos al tabú. 
 
Capítulo 4 65 
 
“El tabú violado se vengaba a sí mismo. Luego, al advenir representaciones 
de dioses y demonios con quienes el tabú era puesto en relación, se esperó 
un castigo automático del poder de la divinidad. En otros casos, 
probablemente a consecuencia de un desarrollo ulterior del concepto, la 
sociedad misma tomaba a su cargo el castigo del ofensor, cuyo proceder 
había puesto en peligro a sus compañeros. Así, los primeros sistemas 
penales de la humanidad se remontan al tabú”. (Ibíd., p. 29) 
  
Esta conciencia de culpa sobre la que el tabú basaba su potencia punitiva, puede ser 
pensada al mismo nivel del asentimiento subjetivo que Lacan (2008 [1956]) señala como 
requisito indispensable para la realización del castigo, esto es, para que éste tenga un 
efecto en el sujeto de renuncia al goce derivado de su crimen, y así sea confirmada la 
transgresión al límite del goce prescrito según la ley, es decir, se haga justicia. 
 
“Que el criminal se vuelva por sí solo el ejecutor de la punición, convertida 
por ley en el precio del crimen… o que la sanción prevista por un código 
penal contenga un procedimiento que exija aparatos sociales muy 
diferenciados, de cualquier modo este asentimiento es necesario para la 
significación misma del castigo.” (Ibíd.)  
 
Este asentimiento subjetivo al castigo guarda una estrecha relación con lo que se señaló 
antes acerca del asentimiento subjetivo a la ley para que ésta signifique algo en la vida 
del sujeto. Así las cosas, los procesos jurídicos y penales pueden aspirar a “facilitar” 
estos procesos subjetivos –el (re)posicionamiento del sujeto frente a la ley, el 
asentimiento subjetivo del castigo y la renuncia al goce del crimen–, pero nunca podrán 
dar cuenta de ellos dada su singularidad para el sujeto.  
 
Una “facilitación” (palabra que uso por no encontrar otra mejor) de este tipo es la que 
ejemplifica Legendre (1994 [1989]) en su seguimiento al proceso penal en contra de 
Dennis Lortie, cabo del ejército canadiense quien el 8 de mayo de 1984, en medio de un 
delirio psicótico, irrumpe en el edificio de la Asamblea Nacional de Quebec disparando 
indiscriminadamente una subametralladora, con la firme intención de eliminar al gobierno 
provincial, del que decía que “…tenía el rostro de [su] padre” (Lortie, citado por Legendre, 
1994 [1989], p. 27 n. 11). Sin embargo, ese día la Asamblea no estaba en sesión y la 
sala plenaria estaba vacía, así que Lortie se sentó en el sillón del Presidente. Al final de 
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la negociación de su rendición, el saldo final de la incursión fue de 3 muertos y 13 
heridos21, todos empleados del edificio público.  
 
En el proceso judicial en su contra en 1985, Lortie fue declarado culpable de homicidio en 
primer grado, pero una apelación sustentada en los errores del juez y su interpretación 
del artículo normativo que contiene la definición de enajenación mental, sirvió para que 
en enero de 1987 se abriera un segundo juicio, “…llamémosle un tiempo nuevo de 
elaboración subjetiva para Lortie” (Legendre, 1994 [1989], p. 101). En este nuevo 
proceso Lortie rindió su testimonio, respondió a las preguntas del juez y, lo que fue aun 
más significativo para él, vio el video de las cámaras de seguridad de la Asamblea de 
Quebec, lo que lo pone en una posición de espectador de sí mismo. La observación del 
video produce un profundo malestar emocional en Lortie, lo “desmorona” –según la 
descripción de la prensa–. “El Lortie que mira no está ya en la piel del Lortie justiciero” 
(Ibíd., p. 103).  
 
"Yo he tratado desde hace tiempo de tratar de… en mi interior de 
remplazarlo todo, como se dice la expresión de los puzzles, uno al lado del 
otro… yo no soy capaz de decir ahora cómo fue que yo estaba perdido, tu 
sabes, estaba perdido con tres muertes, ha habido heridos, y personas 
que han sido heridas más interiormente, pero no soy capaz de explicar 
cómo se hizo todo eso… Y fue, como suele decirse, un miedo increíble de 
mirar el video, yo no quería verlo. Y tú sabes, eso me ha tomado mucho 
tiempo, pero ahora es preciso que yo acepte lo que ha pasado, no tengo 
otra elección. Tu sabes, no puedo decir que no soy yo, soy yo. ¿Qué más 
quieren que diga? Y hay partes ahí de las que yo no soy capaz; he tratado 
de buscar en lo profundo de mí mismo, de ir a buscar todas las cosas que 
pasaron, pero he perdido mucho. Tú sabes, no porque yo no quiera 
acordarme que en mi interior, en mí mismo, no soy capaz. Y eso me ha 
hecho realmente daño cuando he visto el video…" (Lortie, transcripción de 
la Memoria de Apelación, citado en Ibíd., pp. 104-5).  
 
Lortie se declaró culpable de los cargos reducidos de asesinato en segundo grado, y en 
1996 fue puesto en libertad condicional.22 Según el juicioso estudio de caso adelantado 
                                                
 
21 El recuento de los hechos presentado Legendre (1994 [1989], p. 11) habla de ocho personas 
heridas, pero fuentes de prensa canadienses elevan a 13 esta cifra. Ver: CBC News, “1984: 
Gunman kills 3 at Quebec legislature”, en: http://www.cbc.ca/archives/categories/society/crime-
justice/general-3/gunman-kills-3-at-quebec-legislature.html. Recuperado en mayo de 2012.  
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por Legendre, es la ritualidad jurídica del juicio la que hace posible que el sujeto 
transgresor pueda proyectarse a sí mismo en “…un espacio de transferencia en el que 
pueda verse y oírse como sujeto humano dividido bajo una ley que lo sobrepasa [sic.], es 
decir, bajo el reino de eso que hace Ley23 en la humanidad” (p. 103).  
 
Por otra parte, frente a las limitaciones de los montajes jurídicos para dar cuenta efectiva 
del asentimiento subjetivo o no del criminal respecto a su castigo, esta misma ritualidad 
jurídica, con todo y la inclusión que hace de la confesión del criminal sobre su propia 
culpa, de la prueba respecto a ella y su castigo, es la única pista que le queda a las 
víctimas del crimen y a la sociedad para inferir que se está haciendo justicia (De Castro, 
2005, p. 229). 
 
Es preciso hacer algunas acotaciones respecto a las confesiones dentro de la ritualidad 
jurídica. Para empezar, una confesión no necesariamente revela la verdad acerca del 
pasado y, aunque lo hiciera, el enunciado de esta verdad sólo podría asumir la forma de 
un medio-decir, según su posición en la estructura del discurso discernida por Lacan 
(2008 [1970]). Una confesión es más bien la versión personal de quien es acusado de un 
hecho o de una conducta reprobables, en la que su protagonista incluye explicaciones y 
justificaciones a su proceder, a la vez que hace interpretaciones del pasado –lo que 
también le otorga a la confesión un carácter político– (Payne, 2007). Así, una confesión 
habla en primera instancia de una responsabilidad, pero no siempre va a ser referencia 
de la implicación de un sujeto desde su goce con el crimen.  
 
“El gesto de asumir responsabilidad es, pues, genuinamente jurídico, no 
ético. No expresa nada noble o luminoso, sino simplemente el ob-ligarse 
[sic.], el constituirse en cautivo para garantizar una deuda, en un escenario 
en que el vínculo jurídico estaba todavía íntimamente unido al cuerpo del 
responsable.” (Agamben, 2000, p. 21) 
                                                                                                                                              
 
22 CBC News, “1984: Gunman kills 3 at Quebec legislature”, en: 
http://www.cbc.ca/archives/categories/society/crime-justice/general-3/gunman-kills-3-at-quebec-
legislature.html. Recuperado en mayo de 2012.  
23 Sin embargo, esta Ley a la que Legendre se refiere a todo lo largo de su trabajo es aquella de la 
prohibición del parricidio –al que el autor se refiere como el crimen de la Referencia–, y no a la 
Ley de la castración que, a partir de la reflexión lacaniana recogida en el segundo capítulo de esta 
tesis, se definió como la Ley de estructura del sujeto humano. 
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La admisión de la propia responsabilidad es lo que hace de una declaración una 
confesión como tal. La falta de este componente, sugiero, hace de tal declaración un 
testimonio más, cuya fuerza se deriva de la supuesta participación del transgresor en la 
acción objeto del proceso jurídico. Pero incluso esa responsabilidad puede que se admita 
sobre la acción en cuestión y no sobre los efectos o daños que se deriven de aquella.  
 
A manera de ejemplo, el excomandante paramilitar Freddy Rendón Herrera, alias ‘el 
Alemán’, reconoció en versión libre dentro de su proceso bajo la ley de Justicia y Paz, 
haber ordenado la incursión de sus hombres en el medio Atrato en los primeros días de 
mayo de 2002, pero sólo después de largas y extensas evasivas reconoció que esa 
acción llevó a que ocurriera la masacre de Bojayá, en la que murieron 79 civiles 
(menores de edad más de la mitad de esa cifra), al quedar atrapados en medio del fuego 
cruzado del combate entre paramilitares y guerrilla.24 Esta actitud contrasta con la 
presentación de una disculpa pública presentada ante el Tribunal Superior de Bogotá, en 
la que ‘El Alemán’ asume su responsabilidad tanto por las acciones como por los daños 
derivados del delito de reclutamiento de menores de edad en las filas del bloque bajo su 
mando.  
 
“Por todas, por mis incontables equivocaciones, y por todas las incontables 
equivocaciones cometidas durante la guerra por las personas a quienes 
dirigí, pido perdón a las incontables personas a quienes ofendí, y a toda la 
humanidad, con la humilde esperanza de que algunas de ellas me otorguen 
su perdón de corazón, pero que todas ellas nos acompañen en la 
reconciliación nacional y en la construcción de la paz… 
“Durante toda la existencia de la organización ilegal, cometimos una gran 
cantidad de ofensas en contra de la sociedad e incluso de la humanidad, y 
entre ellas, debo reconocer con mayor vergüenza propia como ser humano 
y como ex comandante que el hecho multiplicado de reclutamiento de 
menores fue cometido por nosotros los que fuimos dirigentes del 
desmovilizado bloque Elmer Cárdenas, y no es posible desde ningún punto 
de vista justificar, ni siquiera explicar la razón de dicha conducta y por lo 
                                                
 
24 Para mayor información sobre las declaraciones de alias “El Alemán” y su proceso en la ley de 
Justicia y Paz, ver: 'El Alemán', Fredy Rendón Herrera (2009), La primera sentencia de 'El Alemán' 
en Justicia y Paz (2011), y Bloque Élmer Cárdenas de Urabá. (s.f.), en el portal web 
http://www.verdadabierta.com. Acerca de la masacre de Bojayá, ver el informe del Grupo de 
Memoria Histórica de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (Cnrr), en: Bello, 
Martha N., et. al. (2010). Bojayá: la guerra sin límites. Bogotá: Fundación Semana, Ediciones 
Taurus.  
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tanto debo y debemos pedir perdón con mayor insistencia a todos aquellas 
víctimas que fueron incorporados a nuestras filas siendo menores de edad y 
por tanto sujetos a vivir una realidad que le es velada por humanidad a los 
niños.” (Fredy Rendón-Herrera, ‘el Alemán’ – Disculpa pública presentada 
ante el Tribunal Superior de Bogotá, Noviembre de 2011) 
 
Tres puntos es preciso tener en cuenta para pensar esta actitud de ‘El Alemán’: a) el 
reclutamiento de menores fue uno de los delitos más explícitos en la ley de Justicia y 
Paz, b) la entrega de los menores reclutados al Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (Icbf) (Art. 10 – Requisitos de elegibilidad para la desmovilización colectiva), es 
requisito indispensable para acceder a la alternatividad penal definida en dicha ley, al 
igual que lo es c) la presentación de una disculpa pública como acto de reparación 
integral (Art. 44 – Actos de reparación), la cual debe contener el reconocimiento público 
de haber causado daño a las víctimas, la declaración pública de arrepentimiento, la 
solicitud de perdón dirigida a las víctimas y la promesa de no repetir tales conductas.  
 
Así, las confesiones junto con las pruebas de culpabilidad y las sentencias de los 
castigos, quedan a disposición de la interpretación –en su sentido tanto de análisis como 
de performancia teatral (Legendre, 1994 [1989], p. 124)– de los integrantes de la 
institución judicial. Los juicios, en tanto instancias de administración de justicia, se 
constituyen en espacios rituales y, como tal, performativos: son escenarios particulares 
para el despliegue de ciertos roles que siguen determinados guiones y frente a ciertas 
audiencias (Payne, 2007), .  
 
Como parte de este ritual jurídico, y con base en el principio de Razón que, según 
Legendre, define al sujeto del derecho, la sentencia es la comunicación abierta y 
solemne del veredicto en tanto verdad del proceso –una respuesta a la questio iuris 
(cuestión jurídica), que no ha de ser confundida con la questio facti (la pregunta por lo 
que pasó) (Agamben, 2000, p. 16)–. El veredicto de culpabilidad es la notificación de que 
el acusado ha sido identificado “…como sabedor del hecho [criminal] en su esencia” 
(Legendre, 1994 [1989], p. 48), mientras que el veredicto de absolución no es una 
notificación de su inocencia, sino más bien “…la confesión de un error judicial” (Satta, 
citado por Agamben, 2000, p. 18). Pero este veredicto no pone fin al ritual jurídico, pues 
esa naturaleza autorreferencial del juicio que se citó desde el primer capítulo, según la 
cual el derecho tiende en última instancia a la celebración del juicio en sí mismo, hace 
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que este ritual se prolongue hasta el cumplimiento de la pena, el castigo contenido en la 
sentencia: “…la pena no sigue al juicio, sino que éste es él mismo la pena” (Ibíd., pp. 17-
8).  
 
En este orden de ideas, pese a la naturaleza autorreferencial del juicio que lleva a 
Agamben a insistir en que la verdad de la questio facti tiene una consistencia no jurídica 
(Ibíd., p. 16), ese valor social que Lacan le atribuyó al castigo al pensarlo como eje de la 
articulación entre la ley y el crimen, se extiende hasta el ritual jurídico del juicio. Así como 
se señaló anteriormente que no hay justicia sin ley, también es posible aseverar que sin 
juicio no puede haber castigo.  
 
El juicio, ubicado como última instancia en la cadena de los montajes jurídicos (Legendre, 
1994 [1989], p. 121), se constituye en el espacio –de tiempo y de lugar– donde interviene 
el sistema simbólico para la aplicación de justicia: castigo por desconocimiento del límite 
a lo real de las protuberancias de goce de las transgresiones y de los excesos de su 
perpetrador, e inscripción en la ley del reconocimiento social de los crímenes. Además, 
en los procesos de justicia transicional por violencia política, los juicios también se 
constituyen en testimonio de la realidad de las pérdidas – tanto para la sociedad como 
para sobrevivientes y deudos–, y satisfacción de la memoria de los muertos (De Castro, 
2005, p. 230). 
 
4.6 Una transición sin justicia 
Hasta este punto, se puede concluir entonces que la aplicación de justicia requiere del 
seguimiento y la satisfacción de una secuencia ley jurídica–juicio–castigo. Sin embargo, 
en un caso como el que abre el primer capítulo de esta tesis y que ilustra el escenario de 
la justicia transicional en Colombia, se señala la persistencia de la pregunta por si se hizo 
justicia, es decir, si ese proceso jurídico –planteado desde lo que se expuso como 
legalismo de los DDHH–, ha confirmado el límite establecido por la ley al goce derivado 
numerosos crímenes contra la humanidad. No podría hablarse de impunidad en el 
estricto sentido de  “falta de castigo”, pues la pena sí ha sido sentenciada (y parcialmente 
cumplida), como parte de un juicio que se inscribe en el marco de la ley jurídica 975/2005 
(Ley de Justicia y Paz), y cuyo ritual ha incluido, desde lo que se puede dar cuenta, un 
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determinado guión confesional y las pruebas de la responsabilidad en la gran mayoría 
imputaciones hechas.  
 
La alternatividad penal de los procesos de justicia transicional, como la que se define en 
los artículos 29 y 70 de la Ley de Justicia y Paz, pueden facilitar las negociaciones de 
acuerdos humanitarios y de cese de hostilidades (¡los dos componentes a los que la paz 
es reducida!), pero conllevan a un escamoteo de la ley y la justicia cuando los límites al 
goce de la violencia política que esta última debiera confirmar son definidos en un 
escenario despolitizado, donde el sujeto es reducido a un mero viviente regulado por un 
saber burocrático, y tanto la vida sagrada como la paz –objetivo último de la justicia 
transicional– entran en la ponderación biopolítica según su valor y su utilidad.  
 
“Una civilización cuyos ideales sean cada vez mas utilitarios, 
comprometida como está en el movimiento acelerado de la producción, ya 
no puede conocer nada de la significación expiatoria del castigo.” (Lacan, 
2008 [1956]) 
 
La negociación de los castigos en un escenario despolitizado de justicia transicional, 
conlleva entonces a una atmósfera de impunidad legislada, en la que la ley es puesta 
más del lado del goce que de su regulación (Suzunaga, 2004). ¿No es esto lo que queda 
cuando, como se vio más arriba, queda en entredicho la legitimidad de la parte que 
debiera velar por el cumplimiento de un pacto? ¿No es precisamente el favorecimiento y 
el encubrimiento de las protuberancias de goce antes que su regulación?  
 
Así las cosas, en respuesta a lo que sugirieran Uprimny y su equipo (2006), podría 
afirmarse que el caso colombiano sí es uno de transición, pero sin justicia: en la medida 
que la ley pierde su potencia reguladora del goce y con ello se desdibujan los límites a 
las transgresiones que la justicia debiera confirmar, la transición no sería hacia la paz y el 
postconflicto como se espera, sino hacia una nueva expresión de la violencia del 
conflicto.  
 
Además de todos los cuestionamientos pertinentes alrededor de la total o sólo parcial 
desmovilización de las AUC, esta perspectiva se agrega para hacer un examen del 
proceso de justicia transicional desde su formulación y estructura. Aunque los 
comandantes paramlitares hayan sido sometidos a la extradición y el aparato de justicia 
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colombiano logre descongestionar los miles de procesos represados bajo la ley de 
Justicia y Paz,25 esta transición sin justicia no va a contrarrestar la violenta fuerza con la 
que las denominadas bandas criminales (BACRIM) han sucedido a las AUC, ni mucho 
menos va tan siquiera a sacudir las bases de la zona gris de las complicidades, unas 
más secretas que otras, de la sociedad colombiana con el paramilitarismo y otros actores 
armados.  
 
Un poco más de medio siglo después, la advertencia de Lacan incluida en la última cita 
conserva su plena validez, apuntando directamente a los efectos deshumanizantes del 
discurso del capital sobre la sociedad, su sobrevaloración de lo útil y su eminente interés 
sobre la rentabilidad, correlativos a la descalificación progresiva de la subjetividad y de 
los ideales alrededor de la constitución de un sujeto humano integrado –más allá de ser 
incluido (Buriticá, 2005)–, en el lazo social. Propuestas como el modelo transicional que 
Uprimny y su equipo (2006) denominan como de perdones responsabilizantes, o la 
recuperación del valor del juicio político en la justicia transicional Leebaw (2011), 
aparecen como posibilidades para la superación de una transición sin justicia, como la 
que ejemplifica el caso colombiano. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                
 
25 Ver las estadísticas incluidas en el primer capítulo.  
  
 
Conclusiones 
La exploración propuesta en esta tesis alrededor de cuál es el papel de la ley jurídica en 
el ejercicio de la justicia, ha seguido un camino distinto al que pudieran sugerir disciplinas 
como el derecho, la ciencia política, la sociología y la antropología cultural. La 
perspectiva psicoanalítica desde la que se ha planteado esta indagación, ha apuntado a 
una posición ética de dar un paso al lado del énfasis en el proceso jurídico en sí mismo, 
para ubicarse más del lado del sujeto del deseo, del goce que lo habita y de su 
inscripción en la ley.  
 
El proceso entre 2002 y 2006 que en Colombia llevó a la desmovilización de las 
estructuras paramilitares de la Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), puso de relieve 
el campo de la justicia transicional como un escenario oportuno para llevar a cabo esta 
reflexión, no sólo por la relevancia que reviste la coyuntura, sino porque su propósito de 
llevar a cabo transformaciones sociales y políticas de fondo para la consecución de la 
paz y de transición hacia un postconflicto, plantea cuestionamientos de fondo que se 
derivan de la tensión entre la absolución, o la individualización de responsabilidades y la 
sanción a perpetradores de violencia política.  
 
Así, las conclusiones de este trabajo apuntan a la ley jurídica como principio regulador de 
los vínculos e intercambios simbólicos, el cual define en lo social los límites al goce del 
sujeto, frente a los cuales la justicia entra a confirmar cuándo hay una transgresión y cuál 
debe ser su sanción, ubicándose de esta forma como condición para la salvaguarda y la 
reparación del lazo social. Por su parte, la justicia transicional, escenario desde donde se 
ha planteado esta exploración, confirma algunos de los límites existentes al goce según 
la ley y establece nuevas regulaciones mediante la ley, y entra a discutir qué privilegia: si 
el castigo a las transgresiones que confirma o el indulto, y las formas de hacerlo.  
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La coexistencia en el sujeto del empuje pulsional y de la regulación o prohibición, 
conllevó a identificar la relación subjetiva con la ley como posicionamiento del sujeto 
frente a la ley, a partir de la cual, para el sujeto, la mera aplicación de la ley no es 
equivalente a la justicia. Sin embargo, las conclusiones que se acaban de presentar 
ratifican la relación según la cual no puede haber justicia sin ley, en la medida que la ley 
se propone como referencia de la justicia.  
  
Freud llega discernir la justicia como producto a la vez que como un segundo requisito de 
la cultura, la cual implica la aplicación universal de la ley y la exigencia de la renuncia 
individual a la satisfacción pulsional para la formación del colectivo. En la medida que 
esta exigencia de igualdad es señalada como la raíz de la conciencia moral social, no es 
difícil pensar que la inequidad frente a la ley conlleva a un sentimiento colectivo de 
hostilidad que pone en riesgo el lazo social y, en el caso de la justicia transicional, 
menoscaba la legitimidad de cualquier compromiso a una transformación sociopolítica de 
fondo que atienda a las circunstancias que propiciaron la exacerbación de la violencia 
política.  
 
La institucionalización de la impunidad –o la promoción de la impunidad legislada–, a 
través de la manipulación del derecho o de sus mecanismos de aplicación para el 
beneficio propio, y por la que la ley queda más del lado del goce que de su regulación, 
mina el propósito de la justicia como salvaguarda del lazo social, mientras que la 
celebración del ritual del juicio y “su prolongación” (en palabras de Agamben) a través del 
castigo y/o del resarcimiento moral y material a las víctimas, pierde su potencia simbólica 
para “ facilitar” tanto el asentimiento subjetivo del castigo por parte del procesado, como 
la reparación de sus víctimas. Así, el ritual jurídico y sus disposiciones quedan reducidos 
a meras disposiciones burocráticas, en tanto la ley es disminuida a un puro bando: “…la 
forma vacía de una vigencia sin significado” (Agamben, 1998, p. 80).   
 
Frente a eso, es preciso recuperar el valor particular del juicio en tanto ritual jurídico que 
sucede a la ley y que precede al castigo en la secuencia del ejercicio de la justicia, pues 
el juicio se concibe como escena repetida del pacto fundamental, memoria de su 
celebración: habiendo sido franqueada la prohibición establecida en la ley, “…los 
hermanos se reúnen nuevamente, juzgan y condenan ese acto que recuerda el acto 
primero” (Chaumon, 2004, p. 89). En la medida que la interdicción fundamental del 
Conclusiones 75 
 
incesto se constituye como ley de lo simbólico cuya función es dar forma de prohibición a 
lo imposible del goce, el ritual jurídico es el espacio simbólico desde donde se apunta a la 
Ley de estructura como operador subjetivo, ligado al deseo en cada sujeto y condición de 
la construcción subjetiva y de los vínculos, que se halla a la base del asentimiento 
subjetivo al castigo. En otras palabras, el juicio en tanto memoria del pacto, recuerda por 
vía de la prohibición la imposibilidad del goce absoluto para el ser hablante y, así, facilita 
para el transgresor el asentimiento subjetivo de los costos que (le) implica(n) la 
recuperación del lazo social cuya transgresión puso en riesgo.   
 
Así las cosas, es posible afirmar, como se insinuó en el primer capítulo, que “juzgar” o 
“enjuiciar” sí es otra de esas “profesiones imposibles” a las que Freud (2007 [1937]) se 
refiriera, y eso por varias razones. Por una parte, porque desde el primer capítulo se 
propuso hacer una reflexion distinta a la que hace énfasis en el proceso judicial en sí 
mismo, y he aquí que en nuestras conclusiones nos vimos precisados a volver a él para 
resignificar su importancia. Sin embargo, este esfuerzo nos ha llevado a reconocer que, 
efectivamente, el derecho no puede agotar esta discusión, pues éste jamás tendrá en 
cuenta que la ley jurídica no obliga la insistencia pulsional, que es la insistencia en la 
satisfacción. No se trata de que la ley se modifique para que pueda hacerlo, es que 
estructuralmente esta es una diferencia irreductible entre la ley y el deseo. Tampoco es 
preciso que los rituales jurídicos se celebren de forma distinta, pues el asentimiento 
subjetivo del castigo es singular para cada transgresor, y “…se puede dar 
anticipadamente por cierto la insuficiencia del resultado” (p. 249).  
 
El reconocimiento de estos alcances y limitaciones es de entero interés para la justicia 
transicional, cuya emergencia se justifica en el propósito de lograr una reconciliación 
social sin el menoscabo de la moral colectiva que sostiene el vínculo social. Recordemos 
que la pregunta de la justicia transicional alrededor de cuáles son las transgresiones que 
confirma y sanciona y cuáles las que indulta, es una referencia explícita a la manera 
como el mismo concepto de justicia es atravesado por la dinámica del poder político (the 
political), a pesar de los esfuerzos del más férreo legalismo ideológico (Leebaw, 2011) 
por ver en ella la máxima expresión de neutralidad y de objetividad.  
 
El derecho se esfuerza por responder a esa pregunta a través de propuestas como, por 
ejemplo, la definición de crímenes de lesa humanidad a partir de la Declaración Universal 
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de los DDHH y el Derecho Internacional de los DDHH. El psicoanálisis por su parte no 
puede dar una respuesta a dicha pregunta, pues el concepto de sujeto del deseo 
alrededor del cual gira su interés tiene una implicación ética y metodológica a la vez: la 
de “ponerse a la escucha sin anteponer un saber a la enunciación, que es lo único que 
permite situar retrospectivamente a un sujeto” (Chaumon, 2004, p. 79). Pretender 
responder al interrogante de la justicia transicional desde esta perspectiva, es asignarle 
al psicoanálisis unas atribuciones normativas contrarias a su saber y a su práctica. 
 
Lo que sí se puede es señalar los aspectos que puedan menoscabar los propósitos de la 
justicia transicional alrededor del equilibrio entre los castigos a las transgresiones y los 
esfuerzos por favorecer la transición hacia la paz. Ya se ha hablado en este apartado 
conclusivo de la manera en que la inequidad frente a la ley acentúa el sentimiento 
colectivo de hostilidad, poniendo en riesgo cualquier propósito de poner límite a las 
protuberancias de goce de la violencia política. También se ha señalado la manera como 
la legitimidad de los compromisos para llevar a cabo transformaciones sociales y 
políticas, queda en entredicho frente a la institucionalización de la impunidad.   
 
En países que han tenido alguna experiencia de justicia transicional, como en Colombia, 
muchos esfuerzos colectivos de reivindicación de derechos han conseguido llamar la 
atención de los Estados para que se reconozca y se incluya alguna medida para la 
aplicación de justicia. Son esfuerzos que han conseguido algunas condificaciones en la 
ley para la protección de la vida y del vínculo social, pero que a su vez han implicado 
muchos costos, incluso de vidas humanas cuya muertes se suman a las cifras de las de 
aquellos por quienes exigieron justicia. Sin embargo, llaman la atención acerca de la 
manera el énfasis en la lucha contra la impunidad y la individualización de 
responsabilidades lleva a una despolitización de la justicia transicional, entendida como 
una separación de lo humanitario de las dinámicas del poder político, por lo que queda 
silenciada la discusión alrededor de los elementos estructurales que dieron soporte a la 
violencia política. , el psicoanálisis provee ciertos elementos para identificar, desde la 
misma base de los DDHH, una despolitización de la vida, donde el valor otorgado a la 
vida sagrada hace de ésta un objeto de cuidado y protección desde su vulnerabilidad y 
sólo cuando está expuesta a la más extrema vejación y la muerte a manos de cualquiera 
(Agamben, 1998).  
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En esta tesis, se aplicaron varios conceptos psicoanalíticos para rastrear una 
despolitización de la vida humana misma, basada en un despojo del vínculo fundante de 
la vida en el Otro simbólico –el del Ideal,, las Grandes Causas–, y su destitución por el 
sujeto de derechos, al que se le podría apuntar como el significante de la imagen del 
otro-semejante sobre la que se sustenta la formulación de los DDHH. El problema es 
que, desde esta perspectiva, se asegura “la noción de que el último propósito de 
nuestras vidas es la vida en sí misma” (Žižek, 2004, p. 400), en cuanto ser viviente al que 
se le reconoce cuando su vida está bajo la más extrema vulnerabilidad.  
 
A pesar de lo anterior, la lucha contra la impunidad de los crímenes de lesa humanidad 
promovida desde el legalismo de los DDHH, señala la importancia del establecimiento de 
responsabilidades y de que todo crimen sea castigado, pues “Toda sociedad, en fin, 
manifiesta la relación entre el crimen y la ley a través de castigos…” (Lacan, 2008 
[1956]).  
 
En el caso de la ley 975/2005 que reguló la más reciente experiencia de justicia 
transicional en Colombia, se encuentra el establecimiento de una alternatividad penal que 
no garantiza el ejercicio de la justicia, pues promueve un menosprecio al valor social y la 
“…significación expiatoria del castigo” (Ibíd.) que conlleva a un escamoteo de la ley, por 
el que ésta se pone más del lado del goce que de su regulación. En consecuencia, se 
crea un ambiente de impunidad legislada que no consigue la definición de la paz y la 
superación del conflicto, sino que conlleva a renovadas formas de violencia que permiten 
pensar en la consecusión de transición, pero sin justicia.  
 
Es preciso avanzar en la reflexión alrededor de las sanciones que la justicia transicional 
debiera entrar a confirmar, prestando atención tanto a su propósito de realizar el paso a 
un postconflicto como a los riesgos de despolitización del proceso. Mientras Freud en su 
correspondencia con Einstein se expresó a favor de todo lo que pudiera contribuir al 
fortalecimiento de la cultura como medio para la prevención de la guerra, con Lacan se 
podría pensar en la recuperación del valor de la palabra minado por el discurso del 
capital. 
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